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INTRODUCCIÓN 
La idea de la libertad varía en las diferentes etapas históricas o 
culturales. Pero tanto o más interés que esta cuestión tiene el análisis de la 
vivencia de la libertad en los diversos momentos de la historia. Sin ningún 
tipo de duda puede afirmarse que una de las características del momento 
presente es la prevalencia de la libertad a la hora de definir la persona 
humana. 
* Director de la Tesis: Prof. Dr. Amadeo de FUENMAYOR. Título: Libertad religiosa y 
orden público. Una aproximación al estudio de los límites del derecho civil a la libertad 
religiosa. Fecha de defensa: 8.XI.80. 
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Cuando el Concilio Vaticano IT se expresó sobre la libertad religiosa, 
como derecho implícito de la persona, algunos comentaristas escribieron 
sobre el inicio de una nueva era en la que la religión de la libertad 
constituiría su más evidente y característico signo. 
El hombre actual tiene una vivencia extensa y profunda de lo que es 
su libertad. Su espacio libre, por así denominarlo, se ha ampliado en 
todos los aspectos. El continuo progreso social o técnico le ha liberado en 
parte de muchas servidumbres propias de la naturaleza humana. También 
desde el punto de vista de su pertenencia a la sociedad, su espacio libre se 
ha dilatado. El progreso técnico y la organización sociopolítica le han 
hecho más libre, al menos en ciertas direcciones. 
Pero si quisiéramos ser exactos, tendríamos que agregar a este rápido 
esbozo, la lista de las nuevas amenazas que están apareciendo en el mun-
do contemporáneo contra esta expansión de la libertad y que indican cuán-
to hay en ella de inflación y cuánto de realidad. En el campo intelectual el 
desarrollo de las ciencias obliga a una especialización cada día mayor -lo 
que en cierto sentido supone una limitación a la búsqueda de la verdad-
porqué el especialista está obligado de hecho a remitirse subsidiariamente 
a lo que digan o hagan los demás. Sin hablar, por otro lado, de la necesa-
ria aceptación de ciertas ideas e ideologías en cuanto se quiere saltar el es-
trecho y seguro camino de la especialidad a una amplia visión del mundo. 
El trabajo, la medicina, el ocio, hasta los placeres, se tecnifican más y 
más, lo cual impone ciertas condiciones que significan o aparecen como 
limitaciones a la libertad. Pues bien, todas esas amenazas no han logrado 
afectar la vivencia íntima que el hombre actual tiene de su libertad. 
La libertad, tal como se inserta en el hombre, es una libertad acotada. 
El hombre no la podría soportar de otra manera. Este sentido de límite que 
se da en lo más profundo y radical del ser humano, tiene también su ver-
tiente externa. El hecho psicológico es que el yo -ese lugar vacío del que 
habla Ortega y Gasset- se halla no solo envuelto en un cuerpo, sino en sus 
decisiones anteriores que ha pasado a recuerdos, hábitos, automatismos, 
etc., es decir, sustancia de la propia vida. Vida que es radicalmente enri-
quecedora, pero también fuente inagotable de limitaciones. 
En la sociedad actual, claramente pluraüsta y menos homogénea que 
en épocas pasadas, adquiere una especial dimensión el problema de la 
libertad religiosa. Es un tema importante porque afecta a una inmensa 
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mayoría de los hombres que se manifiestan como creyentes y que tienen 
que vivir juntos la singular aventura de hacer cada día un mundo más 
justo y humano, y también a los que piensan de otra manera pero han de 
convivir con ellos, y en especial los que dirigen la sociedad. 
Nadie -ni los ordenamientos jurídicos más arbitrarios- se atreven a 
negar la libertad en el ámbito más profundo y radical del hombre: el de su 
fe. Pero, sin embargo, pueden presentarse dos tipos de actitudes contra-
dictorias, aunque de idénticas consecuencias. Aquellos que no entienden 
la libertad por actitudes dogmáticas y los que, entendiéndola, no saben 
llevarla a la práctica o la sojuzgan por su aparente conflicto con otros 
derechos. La libertad religiosa es un principio extremadamente complejo y 
para su comprensión en profundidad debe hacerse referencia necesaria-
mente a cuestiones teológicas, filosóficas, históricas y jurídicas. 
Los enfoques, aunque variadísimos, han partido siempre de una de 
estas tres posturas de fondo. Para aquellos que admiten la trascendencia 
de la misma naturaleza del hombre, bajo los postulados del derecho 
natural. Para los inmanentistas o positivistas de la interpretación histó-
rica, sociológica e incluso económica de la humanidad o de las recomen-
daciones dictadas por los organismos internacionales. Por último, para los 
cristianos, que cuentan, además del derecho natural, con la ayuda que les 
presta la Revelación y el Magisterio. 
El fundamento moral y metafísico de la libertad religiosa hay que 
buscarlo en cuatro razones esenciales: el hombre ha sido creado por Dios 
a su imagen y semejanza; el hombre es responsable delante de Dios; el 
hombre tiene que conseguir su último fin; y el hombre tiene que realizar 
su fin social. 
Por otra parte, el individuo y la comunidad religiosa son elementos de 
orden social, de forma que aunque la fe sea eminentemente personal, 
también conlleva unas implicaciones jurídicas. 
Pero, en sentido estricto, no cabría nunca hablar de limitaciones a la 
libertad religiosa. Particularmente cuando se trata de una limitación legal o 
estatal, sería una contradicción hablar de una verdadera limitación de la 
libertad religiosa propiamente dicha, es decir, de la libertad de las rela-
ciones del hombre con Dios. Lo que sucede es que, en ocasiones las 
actividades sociales religiosas comportan el ejercicio de otras libertades 
humanas, que no son específicamente religiosas, como, por ejemplo, el 
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derecho a la libre expresión de pensamiento, la libertad de pública 
reunión, el derecho de asociación, etc. Por lo tanto, no es estrictamente la 
libertad religiosa la que admite la moderación, sino el ejercicio civil de la 
misma donde se pone en juego otros muchos derechos. 
La Constitución española, dispone en su artículo 16 que «se garantiza 
la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comu-
nidades sin más limitación en sus manifestaciones que la necesaria para el 
mantenimiento del orden público protegido por la ley». Es decir, que, en 
primer lugar la Constitución delimita positivamente el ámbito de lo 
garantizado: la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y 
las comunidades, y negativamente en segundo lugar se establecen las 
limitaciones; es decir, se especifica el límite de sus manifestaciones: el 
mantenimiento del orden público protegido por la ley. 
La Constitución, por tanto, proclama el principio de libertad religiosa 
de los individuos y de las comunidades. La libertad religiosa queda 
configurada como un derecho fundamental que requiere, por su impor-
tancia, un tratamiento normativo propio. La constitución no se limita a 
contemplar la libertad religiosa como una mera inmunidad de coacción, 
sino que, al prevenir que los Poderes Públicos mantendrán relaciones de 
cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones religiosas, 
refleja una valoración del hecho religioso, digno de protección, sin men-
gua de los derechos de toda persona a profesar o no una determinada 
creencia y del carácter no confesional del Estado. Esta concepción de la 
libertad religiosa es concorde con las declaraciones y Pactos Internacio-
nales en materia de Derechos civiles y políticos suscritos por España. 
Es, por lo tanto, objeto de este trabajo estudiar el problema de los 
límites, en el ejercicio del derecho civil, a la libertad religiosa y, más en 
concreto, el orden público como límite y en especial la interpretación más 
acorde con las exigencias de la naturaleza humana, que es la que ofrece el 
Magisterio solemne de la Iglesia en el Concilio Vaticano II. A la luz de los 
diferentes textos empleados por los Padres Conciliares quedan perfec-
tamente reflejadas la tensión y los puntos de vista diversos que existían 
sobre el tema, ofreciéndose la posibilidad de ir conociendo cómo se forjó 
la idea de límite en torno al concepto del orden público. 
No es nuestra intención realizar un estudio histórico del Concilio 
Vaticano II, ni tampoco en su vertiente jurídico positiva, relacionada con 
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el orden público. La justificación de este trabajo debe fundamentarse en la 
necesidad de conocer los sucesivos pasos que fueron dándose en la 
Asamblea Conciliar con respecto a los límites del ejercicio civil del 
derecho a la libertad religiosa. De ahí que, por una parte, no se preste 
especial interés al sucedido anecdótico ni se recojan, pormenorizándolas, 
las intervenciones habidas sobre este tema. En contadas ocasiones se hará 
referencia a personajes concretos. 
Tampoco se han utilizado de modo habitual los comentarios de prensa 
o artículos aparecidos durante los debates, aunque han sido consultados. 
Y lo mismo puede decirse de otras fuentes más indirectas: intervenciones 
de los Padres Conciliares; estudios teológicos emitidos para orientar a los 
episcopados; comentarios de las secretarías de los distintos episcopados, 
que en ocasiones acompañaban a las traducciones de los textos oficiales. 
El que no se citen no significa en modo alguno desprecio u omisión, sino 
más bien el deseo de ceñirse a lo que objetivamente puede considerarse 
como fuentes; es decir, los esquemas con sus notas y las relaciones 
explicativas, que pueden ser de tres tipos: relaciones referidas a un docu-
mento más amplio, del que, en algún tiempo formó parte el tema de la 
libertad religiosa; relaciones orales leidas siempre por Mons. de Smedt en 
el Aula Conciliar, y las relaciones escritas que a veces constituyen un 
largo comentario a alguno de los esquemas. 
A continuación se recogen de manera sistemática, todos los docu-
mentos, siguiendo el criterio utilizado por García Gómez 1 . 
Sólo resta añadir que hasta finales de 1979 no se publicó la totalidad de 
las Actas y Documentos del Concilio Vaticano II, señalándose, a modo de 
ejemplo, que la sola etapa antepreparatoria está sintentizada en 16 tomos 2. 
a. Agrupación sistemática de los documentos 
Documentos previos al texto «prior» (no debatidos en el aula). , 
Texto a, 1962: Preparado por la Comisión preparatoria teológica, 
como cap. LX del esquema sobre la Iglesia. 
1. GARCÍA GÓMEZ, M., La libertad religiosa. Análisis histórico, «Libertad religiosa. 
Universidad de Comillas», Madrid 1966, pp. 76-80. 
2 . Acta et documenta Concilio Oecumenico Vaticano II apparando. Serie I (Anteprae-
paratoria). Typis Polyglottis Vaticanis. 
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Texto b, 1962: Texto anterior corregido tras el análisis de la Comi-
sión Central Preparatoria. 
Texto A, 1962: Preparado por el Secretariado durante la etapa pre-
paratoria. 
Texto B, 1963: Presentado como cap. V del esquema de Ecume-
nismo. Dos relaciones orales se refieren a él: una general al esquema de 
Ecumenismo (del cardenal A J . Cicognani) y otra particular: Reí. B. 
Documentos posteriores (todos analizados por el Concilio). 
Texto P 1964 («prior»): Apéndice al esquema de Ecumenismo, como 
«declaratio prior». Relación escrita sobre el esquema de Ecumenismo. 
Relación especial escrita sobre la Libertad Religiosa: 1 Reí. P. Relación 
oral antes de la discusión: 2 Reí. P. 
Texto E, 1964 («emendatus» o enmendado): Relación oral impresa 
con el texto, junto con una «relatio de animadversionibus Patrum»: Reí. E. 
Texto RE, 1965 («reemendatus» o reenmendado): Relación escrita 
(con dos partes) que acompaña al texto: 1 Reí. RE. Relación oral 
introductoria de la discusión: 2 Reí. Relación oral conclusiva: 3 Reí. Re. 
Texto R. 1965 («recognitus» o revisado): Relación oral impresa con 
el texto y acompañada de amplias explicaciones no destinadas a ser leídas: 
Reí. R. 
Texto DR 1965 («denuo recognitus» o de nuevo revisado): Relación 
oral impresa con el texto y acompañada de la respuesta pormenorizada a 
los modos: Reí. DR. 
Las citas de estos documentos las haremos, en el caso de los esque-
mas, indicando la sigla de cada uno de ellos seguida del número; cuando 
no se trate del mismo texto, sino de las notas, etc., indicamos además la 
página. Cuando se trate de relaciones, se anteponen a la sigla del esquema 
las letras Reí y en el caso de haber varias relaciones a un mismo texto se 
hacen preceder estas letras del número correspondiente; cuando una 
relación escrita está impresa juntamente con la oral, empleamos la misma 
sigla para ambas, distinguiéndolas sólo por la paginación. 
b) Agrupación cronológica de los textos impresos 
Todos ellos editados en la Tipografía Vaticana (Typis Polyglottis 
Vaticanis). 
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Etapa preparatoria. 
- «Pontificia Comissio Centralis Praeparatoria Concila Vaticani II. 
Quaestiones theologicae. Schema Constitutionis de Ecclesia propositum 
a Comissione Theologica, Em.mo et Rev.mo Domino Cardinali Alfredo 
Ottaviani relatore. Pars secunda. Caput IX. De relationibus inter 
Ecclesiam et Statum necnon de tolerantia religiosa», 1962: un fascículo de 
24 p. 31x21 (7 p. de texto y las demás de notas): Contiene el texto a 
1962. 
- «Pontificia Comissio Centralis Praeparatoria Concila Vaticani II. 
Quaestiones Secretariatus ad christianorum unitatem fovendam. Schema 
constitutionis de Libértate religiosa, Em.mo et Rev.mo Domino Cardinali 
Augustino Bea relatore», 1962. Un fascículo de 20 p. 31x21 (11 p. de 
texto y las demás de notas): Contiene el texto A 1962. 
Etapa conciliar. 
En adelante, todas las publicaciones están encabezadas por las pala-
bras: Sacrosanctum Oecumenicum Concilium Vaticanum Secundum». 
- «Schemata constitutionum et decretorum de quibus disceptabitur in 
Concilii Sessionibus. Series secunda. De Ecclesia et de B. Maria Virgine 
(sub secreto)», 1962, 124 p. 31x21. Contiene el texto b 1962 en las pp. 
64-73 (el texto ocupa poco más de las tres primeras, siendo las demás de 
notas), como cap. IX del esquema sobre la Iglesia. En la p. 5 está el V o . 
B°. pontificio de 10 de noviembre. 
- «Schemata Constitutionum et decretorum de quibus disceptabitur 
in Concilii sessionibus. Schema decreti de Oecumenismo Caput. V ( sub 
secreto)», 1963. Un fascículo de 12 p. 28x19, con el texto B 1963. 
- «Relatio super schema de Oecumenismo (sub secreto)», 1963: Un 
fascículo de 36 p. 28x19, con la relación general al esquema de 
Ecumenismo (pp. 5-9) y una especial sobre la libertad religiosa: Rei. B 
(pp. 27-36). 
- «Schema decreti de Oecumenismo (sub secreto)», 1964. Un 
fascículo de 40 p. 28x19; contiene como Appendix (pp. 27-38) el texto P. 
1964. En la p. 3 está el V°.B°. pontificio de 27 de abril. 
- «Schema decreti de Oecumenismo Declaratio altera. De iudaeis et 
de non christianis (sub secreto)», 1964. Un fascículo de 30 p. 28x19 con 
doble numeración, una (entre paréntesis) propia y otra, continuación de la 
paginación del fascículo anterior. Nosotros, en las citas, usaremos sólo 
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esta última. Contiene como Appendix una relación general al esquema 
(p. 65) y una especial sobre la declaración acerca de la Libertad Religiosa: 
1 Reí. P. (pp. 66-68).. 
- «Schema declaradoras de Libértate Religiosa seu de iure personae 
et Communitatum ad libertatem in re religiosa (sub secreto)», 1964. Un 
fascículo de 40 p. 20x30; contiene el texto E 1963 comparado a doble 
columna con el P. 1964 (pp. 3-18), las notas (pp. 18-24) y la relación 
Reí. E, es decir, la oral (pp. 25-31) y la relatio de animadversionibus 
Patrum (pp. 32-40). 
- «Schema declaradoras de Libértate Religiosa seu de iure personae 
et communitatum ad libertatem in re religiosa (sub secreto)», 1965. Un 
fascículo de 54 p. 20x30; contiene el visto bueno pontificio (p. 3), de 
fecha 27 de mayo; el texto RE 1065 comparado a doble columna con el E 
1964 (pp. 5020), las notas (pp. 20-25) y la relación 1 Reí. RE, que 
consta de dos partes; De animadversionibus Patrum post sessionem 
tertiam scripto datis (pp. 27-40) y De methodo et de principiis schematis 
(pp. 41-52). 
- «Relatio super schema declarationis de Libértate Religiosa (sub 
secreto)», 1965, 8 p. 28x19, conteniendo la 2 Reí. RE. 
- «Schema declarationis de Libertatis Religiosa (sub secreto), 1965, 
86 p. 20x30; contiene el texto R 1965, comparado a doble columna con el 
RE 1965 (pp. 3-18), las notas (pp. 18-23) y la relación, Reí. R, que 
consta del texto de la relación oral (pp. 25-30) como introducción a dos 
partes: De animadversionibus Patrum in sessione quarta factis (pp. 31-71) 
y Mutationis textus reemendati iuxta proposita Patrum factae (pp. 73-82). 
Incluye además el plan de sufragios previstos (p. 83). 
- «Schema declarationis de Libértate Religiosa. Modi a Patribus 
conciliaribus propositi a Secretariatu ad christianorum unitatem fovendam 
examinad et Textus (sub secreto), 1965, 83 p. 30x20; contiene el texto 
DR 1965 (pp. 5-14) con sus notas (pp. 1-19), y la reí. DR que contiene 
la relación oral (pp. 20-24), la Expensio modorum en dos partes 
(pp. 25-80), el elenco de los modos aceptados y los «quaesita» (pp. 
81-85). 
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I. DOCUMENTOS PREVIOS AL TEXTO «PRIOR», SIN DEBATIR EN EL 
AULA 
1. Antecedentes 
Muchas veces es difícil conocer las razones últimas que motivan los 
actos humanos. Sin embargo, los hombres procuramos acercarnos a ellas 
para profundizar más e intentar saber la verdad para tener un conocimiento 
más completo. 
Por eso, al preguntarnos la razón de que el Concilio Ecuménico 
Vaticano II incluyera entre los temas a tratar el de la libertad religiosa, no 
parece superfluo tomar como punto de partida un doble enfoque, bus-
cando por una parte los antecedentes extrínsecos, y de otra sus propios 
antecedentes. 
Causas externas pueden hallarse en el artículo 18 de la Declaración 
Universal de los Derechos del hombre, de la O.N.U. del 10 de diciembre 
de 1948, que tuvo una amplia repercusión ideológica en todos los 
ambientes jurídicos internacionales, y la creación de un «Secretariado para 
el estudio de la libertad religiosa» en el Consejo Ecuménico de las Igle-
sias, con sede en Ginebra, en 1959 3. De hecho, en los textos preparados 
por el Secretariado Conciliar para la Unión de los Cristianos se hace 
referencia expresa a ambos documentos. 
Pero al mencionar los antecedentes intrínsecos de la Declaración, dice 
V. Rodríguez 4 que debemos referirnos, muy concretamente, al Esquema 
De Ecclesia, que había quedado en suspenso en el C. Vaticano I, cuyo ca-
pítulo 10, De specialibus quibusdam Ecclesiae iuribus in relatione ad So-
3 . Puede verse también: Plinio SALGADO, Comentario al Proyecto de declaración 
Internacional de Derechos Humanos elaborado por la Comisión nombrada por el Consejo 
Económico-Social de la ONU, en «Documentos», núm. 1. San Sebastián, pp. 103-150; o el 
trabajo de J.M. LOJENDIO, La Declaración Universal de Derechos Humanos, en «Documentos» 
núm. 2, San Sebastián, pp. 19-34. 
Por lo que se refiere al Consejo Ecuménico de las Iglesias, en su I* Asamblea General de 
Amsterdam, del 22 de agosto al 4 de septiembre de 1948, volvió a insistir en las ideas ex-
puestas en su «Declaración sobre la libertad religiosa» («Desordre de l'homme et dessein de 
Dieu» Neufchatel-París 1948, t. V, pp. 125-129). También en su m Asamblea General de 
Nueva Delhi, del 19 de Noviembre al 5 de diciembre de 1961, renovó su Declaración sobre la 
libertad religiosa, ratificando expresamente la anterior de Amsterdam y la de la ONU. Cfr. 
Nouvelle-Delhi 1961, «ConseilOecuméniquedesÉglises»Neufchatel-París 1962,pp. 155-157. 
4 . Cfr. V. RODRÍGUEZ, O.P., Estudio histórico-doctrinal de la Declaración sobre li-
bertad religiosa del Concilio Vaticano II, en «La Ciencia Tomista», n. 295 (1966), p. 195. 
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cietatem civilem trataba del derecho a la libertad religiosa, en el sentido 
ampliamente proclamado en las encíclicas de León XIII. Dentro del 
Magisterio Eclesiástico había sido tratado más recientemente en la 
Encíclica Pacem in terris de Juan XXIJI, donde se proclamaba el derecho 
a la libertad religiosa en unos términos bastante distintos de los del 
Magisterio anterior. En todos los esquemas del texto conciliar se hace 
referencia a esta encíclica. 
Hay dos fases que pueden distinguirse con claridad meridiana en el 
largo iter de este texto jurídico-pastoral objeto de nuestro estudio. Un 
periodo preparatorio que comprende desde el 17 de mayo de 1959 al 5 de 
junio de 1960, trascendental para la organización genérica de la tarea con-
ciliar, que dio lugar al período preparatorio, y que abarca hasta el 11 de 
octubre de 1962, en que el Concilio inicia sus sesiones públicas. La se-
gunda fase es la propiamente conciliar, que concluye el 7 de diciembre de 
1965, con la clausura solemne de la Asamblea Ecuménica. 
La lenta elaboración de este importante texto, promulgado por Pablo 
VI, tuvo sus inicios el 27 de diciembre de 1960, en el obispado de 
Friburgo (Suiza). En esta primera reunión participaron dos obispos y dos 
teólogos, que trabajaron sobre dos notas preliminares: una llamada «La 
libertad de conciencia» y otra «Libertad religiosa», que fue elegida como 
documento base. 
El capítulo 1 o, de esta nota que suele denominarse «Documento de 
Friburgo» tiene como título «La Tolerancia». En una breve introducción 
se definía como la virtud que debe regir las relaciones entre las personas 
humanas que no tienen las mismas convicciones. 
El capítulo estaba dividido en tres partes: a) naturaleza del hombre; b) 
naturaleza de la fe; c) evolución actual del mundo. 
La idea base de esta primera parte, consagrada al estudio de la natu-
raleza del hombre era la siguiente: el derecho natural y el sentido objetivo 
de las relaciones interpersonales inducen a estimar a los otros, no como 
objeto, un medio o una cosa, sino como un sujeto, un ser en posesión de 
una vida consciente y libre, dueño de sus actos, lleno de iniciativa y res-
ponsabilidad, llamado a realizar conscientemente y libremente su destino, 
con la ayuda del juicio de su conciencia. En este documento se habla de 
libertad de las conciencias, para distinguirla claramente de la «libertad de 
conciencia» que evoca más bien la idea de la libertad del hombre para 
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formar la propia conciencia como quiere, la cual implica un amplio grado 
de indiferentismo moral o religioso5. 
La segunda parte consideraba la fe como don de Dios, que no se 
impone a la fuerza, sino a base de oración. Por parte del hombre es una 
respuesta libre a la libre iniciativa de Dios. Una fe impuesta supone una 
contradicción nata. 
Por último, en la tercera parte se trataba la actual evolución del mundo 
y está centrada en las normas sugeridas por Pío XII en el discurso a los 
juristas católicos el 6 de diciembre de 1953 6. 
Por lo que a nosotros se refiere, cabe hacerse esta pregunta ¿Cuál es 
el papel que al Estado le corresponde asumir? El principio general es el 
siguiente: en sí, todos los derechos son inviolables, pero su ejercicio es 
necesariamente limitado. En el mundo, ámbito de encuentro de todos los 
hombres, se impone la norma del bien común y de la moralidad pública. 
Las prescripciones de la autoridad pública que limitan el ejercicio de los 
derechos, deben fundarse exclusivamente en el bien común temporal del 
que la sociedad civil es responsable; y no en cualquier profesión de fe 
religiosa. Por otra parte, deben aplicarse de igual manera para todos. 
2. El texto del período preparatorio «a 1962» 
Dos años después aparecerá el primer texto oficial sobre la libertad re-
ligiosa. Durante este tiempo, la subcomisión se reunió en diversos luga-
res, y así, en la séptima y última sesión de trabajo de la Comisión central, 
el 18 de junio de 1962, el Cardenal Bea, Presidente del Secretariado para 
la Unidad de los Cristianos somete a dicha asamblea un esquema sobre la 
libertad religiosa que no fue bien interpretado en alguno de sus aspectos, 
lo que motivó un comunicado de prensa núm. 97 de 23.VI. 1962), en el 
que se salía al paso de las versiones que circularon a raíz de un boletín del 
día 19 (núm. 94), en el que parecía afirmarse únicamente el derecho de la 
Iglesia Católica a la libertad de culto. Con este segundo boletín se ponía 
5. Se refiere a la conocida distinción hecha por PÍO XI en la Ene. Non abbiamo 
bisogno, 29 junio 1931, AAS, 23 (1931), pp. 301 ss. 
6. Discurso de PÍO XII a los juristas católicos, 6.XII.1953, en Discorsi e Radio-
messaggi; Tip Poliglotta Vaticana 1954, voi. XV, pp. 485-486. 
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de manifiesto que no era tolerancia, sino libertad auténtica lo que señalaba 
el trasfondo del texto. 
Este esquema proviene del documento de Friburgo, que había sufrido 
numerosas modificaciones: el 9 de febrero de 1961 la subcomisión estudia 
un documento base que titula «De la caridad de la Iglesia para los 
hermanos separados y para los no cristianos», que lleva como subtítulo 
«De la libertad religiosa y la tolerancia». 
En la sesión general del Secretariado, que dura del 26 al 31 de agosto 
de 1961, la subcomisión presenta un texto de «Esquema de constitución 
sobre la libertad religiosa» en la que se describe ésta como «inmunidad de 
coacción externa». 
Fijémonos por un momento en ambos textos, de una parte se vuelve 
a encontrar la división en tres capítulos, aunque el segundo notablemente 
abreviado. Pero el Documento de Friburgo hablaba de tolerancia positiva, 
o del contenido positivo de la tolerancia. Evidentemente, el uso repetido 
de este adjetivo tenía como finalidad corregir el término tolerancia de 
su significado primario y habitual. Se tolera un mal, no un bien. La to-
lerancia puede orientarse a doctrinas erróneas. El documento de Friburgo, 
por el contrario, la orientaba hacia las relaciones interpersonales. Re-
cordemos «la virtud que debe regir las relaciones entre las personas 
humanas...». 
También existen otras diferencias con respecto al documento de 
Friburgo. Por ejemplo, que allí no se encontraba hasta el tercer capítulo 
ninguna referencia a la libertad religiosa, cuando se lo citaba entre los 
varios derechos de la persona que el Estado debía proteger. Por el 
contrario, en el esquema preconciliar se ve aparecer la definición de 
libertad religiosa como «inmunidad de coacción» (libertas religiosa, seu 
immunitas ab externa coactione ... praedicta externae coactionis ex-
clusio . . . ) . 
Pero en lo que se refiere al campo de nuestro estudio, también hay 
notables variaciones. El capítulo tercero está dividido en tres partes: 
a. distinción entre la Iglesia y la sociedad civil; 
b. libertad religiosa en la sociedad civil; 
c. mutuo entendimiento entre ambas potestades. 
La palabra Estado desaparece prácticamente siendo sustituida por la 
de sociedad civil. 
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Y en este texto las normas están siempre ligadas al bien común 7 . 
El orden público aparece dos veces 8 ; el respeto a los derechos de los 
demás está citado una vez 9 y la moralidad pública, expresión que había 
sido utilizada en el documento de Friburgo, no se cita en ningún 
lugar. 
Pese a innegables imperfecciones, el texto era bueno: breve, claro, 
escrito en lenguaje vivo, fundamentado en la Revelación y en la misión 
dada a la Iglesia de predicar a Cristo. Hubiera podido conservarse, 
introduciendo en él las debidas mejoras, pero sin afectar profundamente el 
esquema. 
Pero durante la misma sesión de la Comisión Central (12-20 junio 
1962), se presentó sobre el mismo tema otro texto, el capítulo IX del 
Esquema de Constitución sobre la Iglesia, preparado por la Comisión 
de la Fe y de las Costumbres, y que llevaba por título «Relaciones entre 
la Iglesia y el Estado y tolerancia religiosa». Como señala García 
Gómez 1 0 , la sola titulación nos muestra ya el enfoque diverso de ambos 
documentos. En ello quedó como materializada, desde los mismos 
albores del Concilio, la tensión ideológica que durante varios años 
enfrentará a dos sectores de él. Años más tarde, en 1964, cuando las 
discusiones estaban en su punto álgido, el P. Courtney Murray, publicó 
un artículo que, a juzgar por uno de sus oponentes más cualificados, 
«puede ser considerado como el estudio 'standard' de la historia 
preconciliar del problema en el concilio» 1 1 . En él se intenta compaginar 
las dos grandes tendencias aparecidas durante el Concilio, aunque no 
han faltado representantes de una de ellas que lo hayan tachado de 
parcial 1 2 . 
Veamos ahora el problema de los límites, tal y como se aborda en 
ambos textos. 
7. Cfr. nn. 5, 13, 15, 16, 17. 
8 . Cfr. nn. 13, 17. 
9 . Cfr. n. 5. 
10. Cfr. M. GARCÍA GÓMEZ, La libertad religiosa, Madrid, p. 8 4 y ss. 
11 . Cfr. J.M. ALONSO, Diálogo sulla libertà religiosa, en «Stratto de Palestra del 
Clero», nn. 15-16, de 16.VIII.1965, Rovigo 1965, p. 1. 
12. El artículo que se refiere el P.J. ALONSO es: The problem of « religious Freedom*, en 
«Theological Studies», 25 (1966), pp . 503-575. 
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3. El capítulo IX de la Constitución sobre la Iglesia «a 1962» 
Tiene este documento dos partes claramente diferenciadas. La primera 
de ellas es doctrinal y la otra de aplicaciones prácticas. Lógicamente el 
tema de la libertad aparece sobre todo en esta segunda parte, considerada 
como una consecuencia de aquella. Aunque brevemente, tendremos, por 
tanto, que analizar el contenido de la primera de ellas. 
Se toma como punto de partida la noción de sociedad perfecta. Iglesia 
y Estado son dos sociedades perfectas distintas, que, aunque íntimamente 
relacionadas, buscan fines diversos y poseen medios también dispares. La 
potestad de la Iglesia se ciñe sólo a lo espiritual, y en este ámbito, su 
acción resulta beneficiosa también para la sociedad civil (n. 2), aunque en 
caso de conflicto ha de prevalecer el fin sobrenatural (n. 1). El poder civil 
debe reconocer a Dios y a su Iglesia, y configurar la convivencia 
ciudadana de acuerdo con la verdad objetiva que en ella se manifiesta, 
excluyendo de la vida pública todo lo que ajuicio de la Iglesia dañe al fin 
sobrenatural. Lógicamente el Estado debe reconocer a la Iglesia la plena 
libertad de movimiento para cumplir adecuadamente su misión. 
Es a la hora de aplicar esta doctrina a los posibles casos concretos, 
cuando surgen las diversas situaciones que pueden darse con respecto a la 
religión del Estado. En primer lugar, cuando el Estado es confesional-
mente católico se aplicarían totalmente los principios expuestos en la parte 
teórica, sin ningún tipo de mitigación. Es éste un punto clave, alrededor 
del cual va a girar gran parte de la discusión conciliar. 
De hecho en el punto 5 se lee: «Pero incluso en esas felices cir-
cunstancias -se está refiriendo al caso en el que son los mismos ciuda-
danos los que eligen libremente que la vida civil se informe según los 
principios católicos- no le es lícito de ningún modo al poder civil coac-
cionar las conciencias para aceptar la fe revelada por Dios. Porque la fe es 
esencialmente libre y no puede ser objeto de ningún tipo de coacción, 
según enseña la Iglesia de acuerdo con aquello de 'nadie sea obligado 
contra su voluntad a abrazar la fe católica'. 
Lo cual, sin embargo, no impide el que el poder civil deba procurar 
aquellas condiciones intelectuales, sociales, y morales, con las que los 
fieles -también aquellos que están menos instruidos- más fácilmente 
perseveren en la fe recibida. Por lo cual, así como el poder civil no juzga 
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extraño a su cometido el defender la pública moralidad, así también para 
proteger a los ciudadanos de las seducciones de los errores, para 
conservar la misma república en la unidad de la fe, que es el bien sumo y 
la fuente de muchos beneficios incluso temporales el poder civil de suyo 
puede templar las manifestaciones públicas de otros cultos y defender a 
sus ciudadanos contra la difusión de falsas doctrinas, por las cuales, a 
juicio de la Iglesia, se pone en peligro la eterna salvación» 1 3. 
La segunda posibilidad que contempla el documento es el caso de 
aquellos países católicos que encuentran razones de bien común para miti-
gar la aplicación absoluta de la doctrina anterior. Estamos ante el caso 
común de la tolerancia, que puede darse a escala nacional o internacional; 
aceptando el hecho sociológico que supone la falta de unidad en las 
cuestiones religiosas. Por eso el mismo documento dice que puede darse 
«según las circunstancias, de una justa tolerancia, que incluso deba ser 
sancionada por las leyes» 1 4 como una exigencia del bien común a la 
potestad civil. 
Por último cabe pensar en aquellos Estados no católicos, cristianos o 
no, en cuyo caso el «poder civil debe conformarse en materia religiosa al 
menos a los preceptos de la ley natural» 1 5 . Por lo tanto, «debe conceder 
libertad civil a todos los cultos, que no se opongan a la religión na-
tural» 1 6 . Más adelante comentaremos el cambio de planos -que va desde 
aquel de los valores y verdades reveladas, hasta el de pura conveniencia-
que supone el enfoque de esta tercera posibilidad. 
Este texto no fue presentado a la crítica pública, ni acompañado por 
ninguna relación explicativa. Su fin, como ya se ha dicho, fue el de un 
capítulo -el IX- de la Constitución Dogmática sobre la Iglesia, distribuido 
a los Padres, antes de la apertura del Concilio. En cualquier caso, se 
aprecian claramente las dos cuestiones tratadas. Por una parte la compe-
tencia del Estado y de la Sociedad civil en materia religiosa, y de otra las 
diversas maneras de enfocar y concebir el tema de la libertad. 
Según este proyecto, la sociedad civil tiene como fin conseguir que 
los ciudadanos puedan llevar una vida quieta y tranquila; pero la felicidad 
13. Esquema Capítulo IX de la Constitución sobre la Iglesia (1962), punto 5. 
14. Ibidem. 
15. Ibidem, punto 7. 
16. Ibidem. 
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temporal de nada serviría al hombre si éste pierde su alma; por lo tanto el 
fin de la sociedad civil nunca debe desearse con exclusión o lesión del fin 
último, es decir de la salud eterna 1 7. 
Como señala García Gómez 1 8 la última frase citada es ambigua, pues 
puede condenar tanto una exclusión o lesión positiva (es decir, un 
régimen opresivo para la Iglesia) como una mera precisión y permisión 
negativa (que a su vez admite varios grados, según que el poder civil no 
se sienta llamado a favorecer positiva, aunque indirectamente a la Iglesia, 
o a ejercitar directamente una función religiosa; por ejemplo, de culto 
público) y mucho menos a eliminar de la sociedad todo lo que, aún sin 
coaccionarla, pueda ser para la Iglesia de algún modo contrario. 
Sin embargo, el texto en los números siguientes termina inclinándose 
hacia esta última posibilidad. Es fácil constatarlo si tomamos en conside-
ración lo siguiente: a) que el poder civil no puede ser indiferente ante la 
religión, tanto porque debe facilitar a los ciudadanos el clima propicio para 
el desarrollo de sus convicciones religiosas, como porque el poder civil en 
los actos públicos representa a la sociedad civil, y por lo tanto, debe 
también cumplir sus obligaciones con Dios. Continúa con el concepto de 
Estado confesional, y llega al punto que nos afecta más directamente: la 
limitación de la libertad de otras confesiones. 
Así en el n° 3 se dice: «Finalmente incumbe al poder civil la grave 
obligación de excluir de la legislación, del régimen y de la acción pública 
todo aquello que la Iglesia juzgue que impide la consecución del fin 
eterno; más aún, debe procurar que resulte fácil una vida apoyada en 
principios cristianos y que sea congruente en el mayor grado posible con 
aquel fin sublime para el que Dios creó a los hombres» 1 9 . 
A primera vista -estamos todavía en una esquema poco elaborado- las 
conclusiones que pueden obtenerse no son acordes con lo que años más 
tarde aprobará el Concilio. En efecto, en este primer esquema se postula 
que, en aras de la defensa de la fe, y de la unidad católica, pueden 
impedirse los actos de culto, o la difusión de doctrinas diferentes. Se 
pueden acudir a la coacción para mantener la unidad en la fe. 
Quizá estas conclusiones pueden llevar a entender las diversas 
17. Ibidem, punto 1. 
18. Cfr. GARCIA GÓMEZ, La libertad..., p. 88. 
19. Esquema del Capítulo IX de la Constitución sobre la Iglesia 1962, punto 3. 
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maneras de enfocar y concebir el tema de la libertad. En primer lugar se 
habla de la libertad de la Iglesia para ejercer su misión. Libertad que 
compete a la Iglesia Católica por ser la depositaría de la verdad objetiva, 
natural y revelada. Estas características le dan un derecho que no pueden 
invocar las otras confesiones. No tienen por lo tanto -en este sentido-
ningún derecho. Y al carecer de capacidad jurídica tampoco podrán 
imponer unos límites -estamos hablando de supuestos- a un posible 
derecho civil a la libertad religiosa. 
Una segunda manera de concebir la libertad, es aquella que se refiere 
a la necesidad del hombre de no ser coaccionado para abrazar la fe reve-
lada por Dios. Es por lo tanto, en sentido negativo, un derecho exigible 
por las personas, que, lógicamente, encierra de una manera implícita, el 
sentido positivo, que supone el que nadie sea impedido a practicar y 
profesar, al menos privadamente, sus propias creencias. 
El tercer tipo de libertad debería llamarse realmente tolerancia, que no 
se funda en ningún derecho de las personas que se toleran, sino más bien 
en razones de oportunidad o de conveniencia, en casos concretos, o 
situaciones de hecho con difícil carácter irreversible. 
Por último, en el número 7, refiriéndose a aquellos casos de socie-
dades civiles no católicas, se admite una cierta libertad para todos los 
cultos, basada en la ley natural. En ese documento no se explica el porqué 
la ley natural exige esta libertad para todos. 
En definitiva, desde la perspectiva de los límites al derecho civil a la 
libertad religiosa este primer esquema es totalmente inadecuado. En 
primer lugar porque al no admitir el concepto de derecho, difícilmente es 
planteable la cuestión de los límites. Se trata más bien, bajo el enfoque 
clásico del derecho público eclesiástico, de las relaciones entre dos 
sociedades perfectas: la Iglesia con su fin sobrenatural, y el Estado, que 
abarca toda la vida pública y que debe organizaría totalmente al servicio de 
la verdad objetiva, recibiendo (a través de la Iglesia) una misión directa y 
positivamente religiosa. 
El individuo no aparece contemplado como sujeto de derechos indivi-
duales. No se hace por lo tanto una metafísica de la persona, y de lo que 
como tal le conviene. Objetivamente carece de derecho, subjetivamente se 
le tolera. La última podemos encontrarla en los derechos de la verdad, y 
los «falsos» derechos del error. Se tolera a nivel personal la creencia 
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religiosa porque no puede entrar en conflicto con las exigencias de la 
verdad objetiva, que debe dominar toda la vida pública. Y cuando la 
libertad no fundamentada en la verdad se permite, es precisamente por 
razones de conveniencia. Generalmente para conseguir un mayor bien de 
la misma verdad objetiva. Sólo en el caso de un Estado no católico se 
habla de un mayor reconocimiento de los derechos subjetivos. 
Este texto -preparado antes del Concilio- fue presentado el día 1 de 
Diciembre de 1962, al término de la Primera Sesión. De hecho aquel día 
había sido presentado a los Padres Conciliares el primer Esquema De 
Ecclesia, preparado por la Comisión Teológica, presidida por el Cardenal 
Ottaviani. Contenida once capítulos -el que nos afecta era el IX-, y el 
Concilio fue muy severo con él, puesto que en las sucesivas Congrega-
ciones generales fue juzgado de inadecuado, vago e incompleto. Por lo 
que se refiere a nuestro tema, fue especialmente debatido el problema de la 
libertad de conciencia y el de la tolerancia. Cabe destacar en este sentido la 
intervención del Cardenal Montini, en la Congregación del 5 de Di-
ciembre: «Debemos afirmar abiertamente -decía el entonces Arzobispo de 
Milán- el derecho natural y primario, que también es divino, que tienen 
los hombres de buscar la verdad, especialmente aquella verdad funda-
mental de la vida, como es la religiosa: un derecho que no puede ser 
impedido injustamente por la fuerza». 
Cuatro días antes, en la XXXXI Congregación General, los Carde-
nales Koenig, Alfrink y Ritter, habían pedido que se tratara ex professo y 
separadamente en el Concilio el tema de la libertad religiosa. 
La Constitución sobre la libertad religiosa. Un enfoque distinto 
Independientemente del trabajo realizado por la Comisión Teológica, 
el Secretario para la Unión de los Cristianos traía entre manos una Cons-
titución De Libértate religiosa, por temor a que la Comisión Teológica, al 
estudiar el tema, no lo enfocase bajo una perspectiva ecuménica. De hecho 
se dijo que el 19 de Junio de 1962 ya había presentado su texto a la 
Comisión Central 2 0 . 
2 0 . Cfr. T . GIMÉNEZ URRESTI, La libertad religiosa, Aclaración del C. Ecuménico 
Vaticano II, Madrid 1965, p. 26. 
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Que el texto era diverso se notaba ya con la lectura atenta de la 
Introducción, que no se apoya sólo en la verdad objetiva, sino también en 
la subjetividad propia de los derechos y deberes de las personas o sujetos 
que deben adherirse a la verdad. 
En el capítulo primero Promoción en caridad de los bienes de la fe se 
distinguen tres pasos o partes: una que hace referencia a la actitud de los 
católicos en el cumplimiento de su deber de extender la verdad católica; 
otra, que explica la fundamentación de este derecho de tal modo que 
pueda ser reconocido por parte de los no creyentes, a los que no se les 
podría argüir aludiendo a los constitutivos del acto de fe. El último paso 
consiste en la definición con amplitud de lo que se entiende por libertad 
religiosa. Dentro de esta última parte un segundo número cierra el primer 
capítulo con algunas consecuencias y puntualizaciones relativas al 
ejercicio del derecho proclamado. Por una parte el ejercicio de este dere-
cho ha de ser realmente posible. Por otra, existen ya unos ciertos límites: 
«Estos derechos personales no se reconocen real y efectivamente si el 
objeto del derecho no puede implicarse en la actividad pública. Por esa 
causa la Iglesia Católica reprueba la discriminación, la injuria y la per-
secución de un hombre o de una nación por la sola razón de su origen, su 
color o su sangre. En materia religiosa afirma especialmente el derecho a 
ejercer la libertad de conciencia externamente». 
En lo que se refiere a los límites, se afirmaba: en la conveniencia 
humana y en la sociedad civil nadie puede ser privado del ejercicio externo 
de su derecho con tal de que, según exige el bien común, permanezcan 
también a salvo los derechos de los demás». «Por tanto, en la vida pública 
nadie puede ser impedido en el ejercicio exterior de la libertad de 
conciencia a no ser que contradiga al bien común» 2 1 . 
Tenemos ya un primer texto que habla del problema de los límites al 
derecho a la libertad religiosa. Más adelante, dentro de este mismo 
documento se tratará con mayor amplitud el tema. 
El segundo capítulo, denominado Cooperación de los católicos con 
los que no lo son, no interesa en este estudio. Sin embargo debemos 
conceder una mayor importancia al tercer capítulo, Relaciones entre la 
Iglesia y la sociedad civil, que abarcaba los números 9 a 19, y que 
2 1 . Proyecto de Constitución sobre la libertad religiosa, punto 1. 
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desaparecería en las siguientes redacciones del texto. El problema de 
límites en el ejercicio externo del derecho, planteado en el capítulo I, es 
totalmente insoluble, sin precisar otro punto doctrinal y sin fijar consi-
guientemente el concepto de bien común que debe aplicarse al problema 
de la libertad civil en materia religiosa. 
El capítulo consta de tres partes. En la primera de ellas, para esta-
blecer una distinción entre la Iglesia y la sociedad civil se utilizan dos 
criterios: uno de ellos hace referencia a la universalidad de la Iglesia, lo 
que no sucede con la sociedad civil; el otro a la diferencia de misión. Se 
acude a la comparación con el Antiguo Testamento, y su concepto de 
teocracia. En este sentido -como ya se hizo notar- se ve claramente las 
influencias del Documento de Friburgo. También dentro de la primera 
parte puede incluirse (nn. 11 y 12), la superioridad que se le reconoce a la 
Iglesia, que en ningún momento supone que la sociedad civil tenga que 
promover directamente los fines religiosos. 
En los números 13 a 16 se estudia la Libertad religiosa en la sociedad 
civil. Aquí el texto del Secretariado para la Unión de los Cristianos se 
aleja aún mucho más del preparado por la Comisión Teológica y que 
formó parte del primer esquema De Ecclesia. Aunque ambos condenen la 
doctrina del indiferentismo religioso, es muy distinto contemplar la misión 
de la sociedad civil en materia religiosa, a través de la perspectiva que 
ofrece la dignidad de la persona humana. Porque «es misión del Estado 
reconocer la existencia de los derechos personales» y la de «defender y 
ordenar el ejercicio de esos derechos personales» 2 2. 
Ha supuesto un paso más la distinción entre derecho y ejercicio de 
este derecho. Así este último «consiste en la implicación del objeto en la 
actividad externa». «Pero si el ejercicio de los derechos se hace por actos 
externos, es necesariamente limitado. Porque cuando la persona comienza 
a realizar actos externos, actúa en un mundo donde vive en sociedad con 
otros y sus actos tienen necesariamente una repercusión sobre los otros. 
Está limitado en el ejercicio de sus derechos en el sentido de que, al 
ejercer sus derechos, ha de tener en cuenta el ejercicio de los derechos de 
los otros, y las exigencias del bien común» 2 3 . 
2 2 . Lo manifiesta claramente el texto y más explícito aun aparece en la anotación 6, 
pp. 17-18. 
2 3 . Ibidem, p. 18. 
EL ORDEN PÚBLICO COMO LÍMITE DEL DERECHO A LA LIBERTAD RELIGIOSA 331 
Como ya se indicó en el primer capítulo de este trabajo, la noción de 
bien común, por su amplitud, es bastante ambigua. Sobre todo teniendo 
presente que en nombre del bien común se han hecho, a lo largo de la his-
toria, verdaderas lesiones de los derechos personales. Suponemos que el 
C. Vaticano II, quería afirmar, como elementos constitutivos del bien co-
mún, el que, junto con el ejercicio de los propios derechos, queden a salvo 
los derechos de los otros» 2 4 ; hay una alusión explícita al orden público25, 
y se precisa que «compete a la sociedad civil el que se remedien los abu-
sos por medio de leyes que respondan a las exigencias del bien común 
temporal y se apliquen de igual modo a todos los ciudadanos, sin distin-
ción de profesión religiosa 2 6. Más aún, si alguna autoridad civil o religio-
sa, bajo capa de bien común, impugna evidentemente la libertad religiosa, 
es derecho y deber de cada uno obedecer a Dios más que a los hombres 2 7 . 
II. DOCUMENTOS POSTERIORES ANALIZADOS POR EL CONCILIO 
1. La «Declarado prior» «P1964» 
La Declaración prior acerca de la libertad religiosa como apéndice al 
Decreto sobre Ecumenismo. 
El primer documento que se sometió a discusión en el Aula Conciliar 
fue el apéndice al Decreto de Ecumenismo, titulado «Declarado prior», 
acerca de la libertad religiosa y lleva el subtítulo de «El derecho de la per-
sona y de las comunidades en materia religiosa. Comenzó con la segunda 
relación oral de Mons. de Smedt, y el día 23 de Septiembre se inició el 
debate público. 
Era el texto modificado, de acuerdo con los criterios que los Padres 
Conciliares habían hecho llegar hasta el 27 de Febrero al Secretariado para 
la Unidad. 380 observaciones recogidas en un volumen de 280 páginas. 
Hay que partir de la base de que no era posible conocer el pensamien-
to de los Padres Conciliares acerca de la libertad religiosa porque, hasta el 
momento, no se había tenido ninguna discusión sobre el tema. Eran pocas 
24 . Ibidem. 
25 . Ibidem, nn. 13 y 17. 
26 . Ibidem, punto 15. 
27 . Ibidem, punto 16. 
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las monografías publicadas, y apenas se conocían las diversas posturas 
del Episcopado. 
La Relación preparada por el Secretariado enumera los cinco criterios, 
en los que podían condensarse las posiciones adoptadas o expuestas hasta 
ese momento: 
a) expresar con mayor precisión el concepto de libertad religiosa, para 
evitar posibles interpretaciones falsas o equívocas; 
b) señalar claramente, y de modo explícito, los derechos de las comu-
nidades religiosas; 
c) explicitar mejor el principio que puede limitar el ejercicio de nues-
tros derechos; 
d) poner de relieve la verdad objetiva de la ley divina con todas sus 
exigencias, para que queden excluidos cualquier riesgo de subjetivismo o 
de indiferentismo; 
e) mostrar cómo las condiciones actuales de la humanidad confirman 
la necesidad y los derechos de ejercer la libertad religiosa. 
El texto presentado varía en su Introducción, puesto que la descrip-
ción preliminar es nueva. Antes se trataba de entroncarlo con el Decreto de 
Ecumenismo, del que formaba parte como capítulo V. Ahora se puede 
suprimir pasando a describir qué es y qué no es el término libertad 
religiosa 2 8 . 
Esta introducción supone varias novedades metodológicas: a) se 
aborda claramente desde el principio el tema de la libertad; b) lo hace 
desde un planteamiento basado en la exigencia de la subjetividad y de la 
dignidad personal. No es que se abandone el planteamiento objetivo, sino 
que pasa a un segundo término. 
Si en el texto anterior se seguía un esquema que podría resumirse así: 
I o . Modo de comportarse los cristianos; 2 o . modo de comportarse todos 
los hombres; 3 o . extensión de este reconocimiento a los actos externos; 
ahora el planteamiento es de este tipo: I o . modo de comportarse los cató-
licos; 2 o . la libertad es un derecho que todos tienen y todos han de reco-
nocer; 3 o . este derecho también debe reconocerse a las comunidades; 4 o . 
la libertad religiosa en nuestro tiempo. 
28 . Cfr. Relatio Prior, p. 5, n. 26. «No se pretende afirmar o negar nada formalmente, 
pero se da porque muchos Padres pidieron que ya desde un principio se dijese con claridad qué 
significa y qué no significa el término libertad religiosa». 
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Por lo que se refiere al objeto de este estudio en la segunda parte es 
desde el punto de vista del sujeto a quien se le reconoce el derecho «Se 
establece y se explica el derecho a la libertad religiosa que posee la per-
sona individual y que debe ser reconocido, ya por parte de otras personas, 
ya por parte de la sociedad humana, ya por parte del gobierno del Estado 
donde vive». 
El cambio de enfoque pedía además que se tratara en este contexto no 
sólo del derecho, sino también del ejercicio de la libertad religiosa y por lo 
tanto de la extensión y de los límites con que la libertad ha de ser conce-
bida. La cuestión queda resuelta sintetizando dos párrafos del texto ante-
rior y volviendo a incorporar uno del texto A. 
«Puesto que la libertad religiosa quedaría privada de un elemento 
esencial y resultaría vacía, si no pudiese ejercitarse públicamente, la 
Iglesia católica reclama, no sólo la libertad de opinión, ni sólo la libertad 
de practicar los ritos de la propia religión, sino un verdadero y propio 
derecho de la persona, para cumplir y testificar sus deberes privados y 
públicos hacia Dios y los hombres, ya se considere a estos singular o 
colectivamente; es decir, a ordenar toda su vida según los postulados de 
su religión en materia familiar, educativa, cultural, social, caritativa y en 
otras actividades de la vida humana» 2 9 . 
Más importancia tiene la evolución sufrida en cuanto a los límites. 
Según la relación, para resolverlo «y para que se eviten los posibles abu-
sos por parte de los gobernantes y los ciudadanos, el nuevo texto trata con 
más claridad del principio según el cual el ejercicio de los derechos en 
materia religiosa puede delimitarse legítimamente. Se afirma que el prin-
cipio de limitación es el fin de la sociedad, que consta del conjunto de 
aquellas condiciones de vida social por las cuales los hombres pueden 
conseguir más plena y eficazmente su propia perfección» 3 0. 
Por lo tanto el papel de la autoridad pública en materia religiosa es 
conciliar y armonizar el ejercicio de derechos y deberes de los ciudadanos, 
de forma que no sean conflictivos y que el ejercicio de los derechos de 
uno no sea obstáculo al ejercicio de los derechos de otros 3 1 , 
2 9 . Cfr. B, 4 y 5. 
3 0 . Cfr. I Reí. P. p. 66, 3. 
3 1 . Ibidem. 
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Como es lógico y habitual, una vez más aparece ligado el problema 
de los límites a la concepción que se tenga acerca del fin de la sociedad; a 
la vez que este último hace expresa referencia a la noción de libertad. 
Esta es la causa por la que aparentemente no puede diseccionarse el 
problema de los límites del resto del esquema, ya que las soluciones ju-
rídicas tienen su origen en la metafísica de los conceptos. 
De manera esquemática se podría decir que las obligaciones de los 
gobernantes se limitan a: 
a) De una parte, oponerse a las manifestaciones incorrectas de con-
ducta religiosa. En este sentido el nuevo texto dice «Por lo tanto, si las 
manifestaciones del sentido religioso existieran prácticas perversas que 
dañen claramente la dignidad de la persona y los derechos de otros, con-
viene que los gobernantes de los pueblos se les opongan según las reglas 
de la prudencia» 3 2 . 
b) No discriminar por motivos religiosos. 
c) Defender y promover la libertad religiosa. La redacción de este 
texto es nueva, aunque no sus ideas, que ya aparecen recogidas en es-
quemas anteriores. «Por otra parte, los gobernantes están obligados a de-
fender eficazmente el derecho de la persona a la libertad en materia reli-
giosa y a promoverlo de un modo adecuado. Porque es propio del Estado 
no sólo reconocer los derechos de la persona y respetarlos, sino también 
hacer más fácil su ejercicio e impedir que se pongan dificultades a los 
hombres que ejercen estos derechos» 3 3 . 
A grandes rasgos se puede afirmar como García G ó m e z 3 4 que las 
principales aportaciones de este texto fueron: a) clarificación del concepto 
de libertad religiosa; b) explicitación de los derechos de los grupos reli-
giosos; c) precisiones sobre el principio de limitabilidad en el ejercicio de 
los derechos. En concreto, la primera relación se remite a dos diversos 
pasajes de la declaración (nn. 29-30) y se señalan dos motivos de limita-
ción. I o . Por el bien de la sociedad -ya no se alude para nada el bien 
común-; 2 o . respecto al proselitismo se subraya en ello la importancia de 
la ley divina. 
Entre las partes jurídicamente más insuficientes que pueden encon-
3 2 . Cfr. I Reí. P. p. 68, n a, 10. 
3 3 . Reí. P. núm. 29 y 30. 
3 4 . GARCÍA GÓMEZ, M., Análisis histórico..., p. 131. 
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trarse en este texto están: a) la dificultad de encontrar un fórmula neta al 
problema de los límites 3 5; b) la insuficiencia en la fundamentación al dere-
cho a la difusión de la propia conciencia religiosa y la necesidad de mayor 
precisión en lo que debe ser la actitud del poder civil respecto a la religión. 
2. La tercera redacción conciliar 
a. La crítica conciliar al texto «prior» y la respuesta del Secretariado 
Como ha sucedido en la elaboración de todos los Documentos Conci-
liares, el texto inicial, presentado por la Comisión prevista, era modifi-
cado de acuerdo con las orientaciones recibidas en los debates públicos. A 
nadie se le ocultaba, al iniciarse la discusión sobre el texto prior, que 
contenía numerosas limitaciones. Máxime en un tema tan nuevo, y que 
interesó inmediatamente a la opinión pública, que pedía plantear el tema de 
la libertad en toda su crudeza. Sería ajeno a este trabajo resaltar las ten-
siones que hubieron de vivirse aquellos días. 
El viernes 27 de Septiembre de 1964, inmediatamente después de la 
importante intervención de Mons. Colombo, el Cardenal Suenens, que ha-
cía de moderador, propuso la conclusión de los debates públicos sobre la 
libertad religiosa. Aún así, el día 28 intervinieron algunos Padres Conci-
liares, que hablaban en nombre de más de sesenta miembros. El último en 
intervenir fue Mons. Heenan, Arzobispo de Westminster, que hizo un pane-
gírico de la libertad religiosa tal y como se vivía ya en Inglaterra, a la vez 
que alababa a los autores del esquema por haber intentando fundamen-
tarlos en algo mucho más positivo que la tolerancia y el bien común. 
La «Relación acerca de la advertencias de los Padres» llega a las 
siguientes conclusiones generales: todos, con la excepción de dos Padres 
desean una Declaración acerca de la libertad religiosa, y casi todos piden 
que se haga en un tono y lenguaje propio de los hombres de nuestro 
t iempo 3 6 . Luego algunos particularizaban sus observaciones. 
No faltaron sin embargo algunos, que hicieron patente su oposición a 
los principios de la Declaración. Aparece aquí clara la división que poco a 
poco irá acentuándose entre dos mentalidades totalmente distintas. 
3 5 . Cfr. 2 Reí. P. pp. 6-7, 4 d. 
36 . Cfr. Reí. E. p. 32 y pp. 35-36. 
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El 28 de septiembre Möns, de Smedt encargó al P. Courtney-Murray 
una nueva redacción, que no gustó por su enfoque puramente legal. Se 
buscó entonces la colaboración de Möns. Pavan que tanto influjo había 
tenido en la redacción de la Pacem in terris, y en los últimos textos de la 
libertad religiosa. 
A la vez se planteó un conflicto de competencia. El Cardenal Quiroga 
había indicado que una Comisión Mixta revisase la Declaración. Esta 
Comisión, compuesta por el Cardenal Browne; el P. Aniceto Fernández; 
Möns. Lefébvre y Möns. Colombo, no fue del agrado de muchos Padres, 
que la consideraban formada por miembros afines a la minoría oposicio-
nista. 
El viernes día 9 de octubre el asunto se oficializó, y Möns. Felici en-
vió dos cartas al Cardenal Bea. En una de ellas se trataba del texto sobre 
los judíos. En la otra se comunicaba que por decisión superior debería 
constituirse la comisión mixta antes mencionada, de la que debían formar 
parte los cuatro Padres ya citados. 
El domingo 11, en la residencia del Cardenal Frings se reunió un 
grupo de cardenales con el fin de elaborar una carta dirigida al Santo 
Padre. La firmaban los Cardenales Frings, Alfrink, Döpfner, König, 
Meyer, Rittner, Lefébvre, Richaud, Liénart, Silva Enríquez, Landázuri, 
Quintero, Suenens, Rugambwa, Léger, Lercaro y Feltin que pedían 
volver al procedimiento normal, y se hacía caer en la cuenta que tres de 
los miembros de la Comisión parecían estar en contradicción con la orien-
tación del Concilio en la materia. 
El asunto volvió a la competencia del Secretariado, aunque el 16 de 
octubre se formó un comité consultivo de diez miembros. Trabajaron en la 
redacción del documento el P. Hamer, O.P. el P. Guy de Broglie, S.I., 
Möns. Sauvage y Möns. Colombo. El texto se terminó el día 24 de 
octubre, y recibió la aprobación de todos los miembros del Secretariado, 
con excepción de Möns. Cantero, que alegó no haber podido conocer con 
antelación el texto y votó en blanco. 
Posteriormente fue aprobado por la Comisión Teológica, y por la 
Comisión Doctrinal. El día 11 de noviembre el texto se envió a la Secre-
taría General del Concilio, y al día siguiente se remitió a la Tipografía 
Políglota Vaticana. Estuvo listo el día 16. Faltaba una semana para que se 
concluyera el tercer período conciliar. 
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Al día siguiente fue distribuido a los Padres, indicando Mons. Felici 
que sería votado el día 19. Incluso fue indicado el sistema de votación. 
Estaban previstas cuatro votaciones; una para cada una de las partes y una 
votación global. Sólo en esta última sería usada la triple fórmula: placer, 
non placet y placet iuxta modum. 
El miércoles 18 de noviembre, el Secretario General del Concilio leyó 
una Comunicación del Decano de la presidencia, Mons. Tisserant y de los 
cuatro moderadores, haciendo saber que muchos Padres habían presen-
tado al Consejo un nuevo recurso, en el que, ateniéndose al Reglamento, 
pedían mayor tiempo para estudiar con tranquilidad el documento. 
Según Wenger, el tribunal administrativo se reunió dos veces bajo la 
presidencia del Cardenal Roberti, al que pareció fundada la pretensión de 
los Padres 3 7 . 
El jueves 19 de noviembre, el Cardenal Tisserant anunció que 
«analizando el problema con más detención le ha parecido al Consejo de 
Presidencia que un asunto que toca al Reglamento del Concilio no puede 
ser resuelto por votación de la Congregación General. Por tanto, el mismo 
Consejo de Presidencia opina que tras haber oído la Relación, no hay que 
proceder a la votación en este período conciliar». Los Padres que quieren 
proponer sus advertencias háganlo antes del 31 de enero de 1965. 
Después el relator Mons. de Smedt procedió a la lectura del texto, 
incluyendo una cláusula negativa en su comienzo. «El texto que hoy no 
presentamos a votación... 
Inmediatamente se procedió a la recogida de firmas para una carta al 
Papa con el siguiente texto «Santísimo Padre: respetuosamente, pero 
'instanter, instantius, instantissime', pedimos que se conceda que antes de 
terminar la presente sesión del Concilio, se someta a votación la decla-
ración sobre la libertad religiosa, para que no perdamos la confianza del 
mundo entero, tanto cristiano como no cristiano». 
Los cardenales Meyer, Rittner y Leger la llevaron al Romano 
Pontífice, y en la audiencia se enteraron de la decisión del Tribunal 
Administrativo. Por último el día 20 el cardenal Tisserant leyó el siguiente 
comunicado «Padres venerables: muchos Padres, afectados de gran dolor 
porque no se haya celebrado la votación del esquema de la declaración 
37 . Cí'r. WENGER, A.. Vatican II, Chronique de la troisiéme xe.ssion, París 1965. p. 342. 
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acerca de la libertad religiosa, elevaron al Sumo Pontífice sus preces, para 
que la votación se realizase de algún modo antes de que terminase esta 
sesión. 
En el nombre del Sumo Pontífice anuncio lo siguiente: Sepan estos 
Padres que la dilación de la votación fue concedida por el Consejo de Pre-
sidencia, porque según las normas del Reglamento del Concilio había que 
concederla. La pedía, además, cierto respeto hacia la libertad de los Pa-
dres conciliares, que tienen gran interés en examinar y ponderar ordenada 
y profundamente un esquema de tanta importancia. Por tanto, el esquema 
de la Declaración acerca de la libertad religiosa se tratará en la próxima 
sesión del Concilio y, si es posible, antes de que se traten otros temas». 
Este retraso, aunque contrarió a muchos de los Padres, fue provi-
dencial. El texto aprobado por el Concilio en su última sesión fue mucho 
más profundo que el que entonces se presentaba. 
Si hemos querido hacer esta larga introducción histórica ha sido en 
atención a un detallado y suficiente conocimiento de las circunstancias que 
rodearon su elaboración, para poder así entender con mayor claridad las 
sucesivas evoluciones del problema de los límites. Ello nos exime también 
de tener que estudiar otras cuestiones paralelas que sin duda se 
presentaron. 
b. Contenido del texto «E1963» 
En la primera parte se habla de la naturaleza de la libertad religiosa 
(nn. 1 al 3); en la segunda parte (nn. 4-5) se trata de la libertad religiosa 
basada en argumentos de razón humana. En los números 6 al 9 se 
estudian las consecuencias prácticas. Es decir: la tutela de la libertad 
religiosa la libertad religiosa en familia, la libertad de asociación religiosa. 
En la cuarta parte (nn. 10 al 13) se considera la doctrina de la libertad 
religiosa, a la luz de la Revelación. 
Las cuestiones que afectan esencialmente al problema de los límites se 
encuentran en la doctrina de la libertad religiosa fundamentada de la razón. 
Quizá sea interesante partir de dos afirmaciones hechas en el número 3 del 
Esquema. 
«Puesto que por lo tanto incumbe a la Iglesia Católica la misión de 
patrocinar la honesta libertad del hombre en la comunidad y corroborarla 
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con su doctrina y con su autoridad, este Sagrado Sínodo declara que este 
régimen jurídico de libertad religiosa, puesto que se apoya en los prin-
cipios de la razón humana, es en sí mismo honesto y verdaderamente 
necesario para custodiar en la sociedad actual la dignidad tanto personal 
como civil del hombre. Afirma además que la libertad religiosa en el 
sentido ya descrito, es un verdadero derecho, fundado en la dignidad 
misma de la persona humana, que todos los hombres y todas las 
comunidades religiosas pueden legítimamente reclamar para sí». 
De acuerdo con lo que se expone en la relación esta afirmación se 
establece en primer lugar, no por la doctrina revelada, puesto que no trata 
directamente de esta cuestión, sino por los principios sacados de la razón 
humana. Los fundamentos de la libertad religiosa dicen que se encuentran 
en cinco diversos aspectos de independencia que puede reclamar para sí la 
persona humana puesta en sociedad, a saber: 
a) en todo aquello que puede exigirse para conservar de una manera 
adecuada la integridad de la persona humana; 
b) en el deber y el derecho que los hombres tienen de buscar la 
verdad, y una vez encontrada, adherirse a ella; 
c) en la misma naturaleza de la religión a la cual el hombre no se 
conforma, a no ser que tribute a Dios culto de un modo juntamente interno 
y extemo; 
d) en los derechos propios de la conciencia humana, por los que se 
prohibe que la persona sea coaccionada en la sociedad a obrar contra su 
conciencia o que se le impida el que obre según los dictámenes de ella; 
e) finalmente, en el recto gobierno de la ciudad, al que no compete 
juzgar o estatuir los actos internos de la religión y sus externas mani-
festaciones, salvando, sin embargo, el orden público. 
Veámoslo con las palabras exactas con las que aparece formulado en 
este esquema. 
«a) (Integridad de la persona). El hombre [...] es social. Por tanto en 
su actividad el aspecto social se conecta inseparablemente con el aspecto 
interior. Luego se hace injuria al hombre, si alguien reconoce la libertad 
personal interna del hombre en materia religiosa, y al mismo tiempo le 
niega el libre ejercicio de la religión en la sociedad (...). 
b) (Búsqueda de la verdad). El hombre tiene el deber y el derecho de 
buscar la verdad. Pero está obligado a buscar la verdad y a adherirse 
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firmemente a ella una vez encontrada de un modo humano, es decir, por 
medio de una inquisición libre y de un asenso personal. Además, siendo 
el hombre por naturaleza social, la verdad se busca y se encuentra por 
medio del magisterio, o la instrucción y por la comunicación entre los 
hombres, en la cual unos exponen a otros la verdad que encontraron o que 
juzgaron haber encontrado (...). 
c) (índole de la religión). Por la misma índole de la religión, su 
ejercicio consiste primariamente en actos interiores totalmente voluntarios 
y libres por los cuales el hombre se ordena directamente a Dios (...). Pero 
los actos interiores de religión, por su propia índole, que concuerda con la 
naturaleza social del hombre, salen afuera en actos exteriores (...). 
d) (Conciencia humana). La suprema norma de la vida humana es la 
ley divina (...). Pero el hombre sólo puede obedecer a la ley divina según 
la percibe por medio del dictamen de su propia conciencia. Y no puede 
conseguir su fin último a no ser que, empleando medios idóneos, se for-
me prudentemente juicios ciertos de conciencia y obedezca fielmente a es-
tos dictámenes. De donde se sigue el principio moral absoluto, que pro-
hibe que nadie sea coaccionado en materia religiosa a obrar contra su con-
ciencia. Pero en nuestros días, desarrollándose el sentido de la dignidad 
humana, personal y civil, se exige además otra cosa, a saber, que nadie 
sea impedido en la sociedad humana, principalmente por parte del poder 
público, de actuar en materia religiosa según conciencia, con tal que se 
salve el orden público, que constituye una parte esencial de todo el bien 
común (...). 
e) (Gobierno de la ciudad). Los actos religiosos por los que los 
hombres se ordenan a Dios privada y públicamente por íntimo parecer 
personal, trascienden el orden temporal y terrestre de las cosas. Por lo 
tanto, al realizar estos actos, el hombre no está sujeto al poder civil, cuya 
finalidad por su mismo fin se restringe al orden terrestre y temporal, y 
cuya potestad legislativa se extiende sólo a los actos externos (...). Debe 
reconocerse al hombre una libertad lo más amplia posible y ésta no debe 
ser restringida sino en cuanto es necesario. El poder público excede todos 
sus límites, si de algún modo se inmiscuye en el régimen de los «espíritus 
o en la cura de almas» (n. 4). 
A nadie puede ocultársele que el problema de los límites en el ejerci-
cio de la libertad constituye uno de los pilares de la Declaración y, en 
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cierto modo, un complemento que tiene como misión precisar el ámbito de 
aplicación de lo que se excluye. En el fondo el tema que se plantea es si al 
hombre le está permitido usar de su derecho en la sociedad sin ninguna 
restricción. Se responde que ese derecho se limita por dos normas: a) la 
norma moral prohibe al hombre conculcar los derechos de otros; b) la nor-
ma jurídica lleva consigo que el ejercicio del derecho puede ser prohibido 
por el poder público en el caso en que esta limitación sea verdaderamente 
necesaria para guardar el orden público en materia grave 3 8 . 
Como a nadie se le oculta la importancia de este número, parece 
conveniente transcribirlo: 
«a) {Norma moral). El derecho a la libertad en materia religiosa se 
ejerce en la sociedad humana, y por lo tanto está sujeto a ciertas normas 
limitadoras. De ella la primera es el principio moral de responsabilidad 
personal respecto a otros. Porque en el ejercicio de sus derechos, cada 
uno debe tener en cuenta los derechos de otras personas y sus propios 
deberes hacia otros, con los cuales tiene que obrar según justicia y 
humanidad. 
»b) {Norma jurídica). La sociedad civil tiene el derecho de protegerse 
contra los abusos que podrían perpetrarse aduciendo el título de libertad 
religiosa. Pertenece principalmente a los poderes públicos proporcionar 
una protección de este tipo, pero no de un modo arbitrario, sino según 
normas jurídicas, que se constituyen por las exigencias del orden público, 
este orden público es aquella parte esencial del bien común que se 
encomienda al poder público, para que sea protegido principalmente con 
la fuerza coactiva de la ley. El ejercicio de la religión en la sociedad debe 
estar inmune de la intervención coactiva del Estado a no ser cuando el 
ejercicio de la religión dañe gravemente al orden público, ya sea por la 
perturbación de la paz pública, por violación de la moralidad pública, o 
por lesión de los derechos civiles de otros» (n. 5). 
3 . La cuarta redacción conciliar. El texto reenmendado «RE 1965» 
Hasta el 17 de Febrero de 1965, las oficinas centrales del Concilio 
recibieron 218 observaciones escritas. Doce de ellas representaban el 
3 8 . Cfr. Reí. E . p. 26, 1, 20. 
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común sentir de muchos Padres. Los Consultores las estudiaron del 18 al 
28 de febrero, y en la Asamblea General del Secretariado para la Unidad 
de los Cristianos, que se celebró en Arizzia desde el 28 de febrero al 6 de 
marzo, se reelaboró el nuevo texto. 
Como ya había sucedido con el texto anterior, se envió al Presidente 
de la Comisión Doctrinal, que a su vez lo hizo llegar a los distintos 
componentes de la misma. Se recibieron diez y siete votos por escrito que 
movieron al Secretariado a una nueva revisión, hecha entre los días 2 al 8 
de mayo por Mons. Pavan, el Prof. Feiner, y los PP. Murray y Congar. 
Dos días después se le dio la forma definitiva, enviándose luego a la 
Comisión Coordinadora que en su segunda reunión plenaria decidió que 
se enviase a los Obispos. El día 28 de mayo había recibido el visto bueno 
del Papa. 
Una vez visto el breve recorrido histórico, formulemos ahora de una 
manera sistemática los distintos pasos seguidos en la elaboración de este 
texto. 
Las observaciones recibidas podrían clasificarse en tres grupos: a) 
aquellos que se mostraban contrarios a los principios de la Declaración, 
bien sea porque en su opinión, se contradice el Magisterio anterior de la 
Iglesia, o porque no encontraban adecuado el carácter de este derecho a la 
libertad religiosa. Otros juzgaban que la declaración favorecía el subje-
tivismo religioso. 
Entre aquellos que aceptaban el fondo de la Declaración, había algu-
nos que mostraban su disconformidad con respecto al método, pues no 
les parecía oportuno distinguir como punto de partida la diferencia entre 
«conciencia verdadera» y «conciencia errónea». 
Otros no compartían los argumentos empleados. Lo que al Secreta-
riado le importaba es que quedara claro la inmunidad de la persona. Eso 
era su primordial objetivo, y no que el Estado emitiera un juicio acerca de 
lo verdadero y de lo falso en materia religiosa 3 9. 
No faltaban los que eran contrarios a la regla de derecho, por su 
actitud de intolerancia frente al error basado en un supuesto falso «Porque 
se supone que se da un principio moral absoluto según el cual el error en 
cuestiones de fe y de costumbres debe ser siempre reprimido, cuando su 
39 . Cfr. I Reí. RE, p. 47, IV. 1. 
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reprensión es posible, y no debe ser tolerado a no ser cuando la tolerancia 
es necesaria» 4 0. 
Por último otros discrepaban en cuanto a la tolerancia que debe mos-
trar el Estado, la diversidad de circunstancias o el fundamento del derecho 
que, evidentemente, no puede basarse en el error, sino en la verdad 
objetiva 4 1. 
Con respecto al tema de los límites, los adversarios del esquema soli-
citaban que se volviese a emplear el concepto tradicional de bien común, y 
no el concepto de orden público, que es vago y se presta a abusos 4 2 . 
Otros Padres pidieron explícitamente que se hiciera constar que la libertad 
religiosa es un elemento esencial del bien común 4 3 , o que el concepto de 
orden público se expusiera de acuerdo con la doctrina contenida en el 
Código de Derecho Canónico 4 4 , y sobre todo «que se determinen con 
más claridad los límites del orden público, cuya tutela se encomienda a la 
autoridad civil, porque con frecuencia existen persecuciones en nombre 
del orden público» 4 5 . 
Se argumenta que la dignidad de la persona humana exige que actúe 
con libertad y responsabilidad; que a su dignidad personal corresponde el 
concepto de sociedad libre, es decir, aquella en la cual la libertad respon-
sable se concibe como aquello que es debido al hombre en primer lugar 
por justicia y al mismo tiempo debe ser amado por todos los hombres 
como un bien que pertenece en máximo grado a su bien común, y puesto 
que el bien común consiste principalmente en mantener los derechos y 
deberes de la persona humana, la función y el principal deber de cualquier 
poder público será tutelar los inviolables derechos propios de los hombres 
y procurar que cada uno desempeñe su misión más fácilmente. 
Así llegamos al concepto de libertad religiosa como derecho, ajeno a 
todo tipo de coacción. El derecho es inviolable, pero su ejercicio puede 
limitarse por parte de la autoridad legítima, cuando, invocando un título de 
carácter religioso, supone un acto que de hecho es un crimen o un delito 
4 0 . Cfr. I Reí. RE, p. 48, 3. 
4 1 . Cfr. I Reí. RE, pp. 48-49, 4. 
4 2 . Cfr. I Reí. RE, p. 36, 22. 
4 3 . Cfr. I Reí. RE, p. 34, 18. 
4 4 . Cfr. I Reí. RE, p. 19. 
4 5 . Cfr. I Reí. RE, p. 34, 14. 
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contra el orden público, por lo que significa de lesión a los derechos de 
otros, a la pública moralidad, o a la paz pública. 
La Relación vuelve a insistir en el tema de los límites, partiendo del 
concepto de orden público en el C.I.C., n° 14, tal como lo expone 
Vermeersch: del orden público cuidan aquellas leyes que tienen al bien 
público o común no sólo como fin (como toda ley) sino inmediatamente 
como objeto, leyes que han sido dadas para rechazar el mal, más que para 
promover el bien común 4 6 . 
En definitiva, en el texto enmendado la cuestión de los límites 
«aparece incorporando el número cuatro del texto reenmendado con 
excepción de algunas enmiendas de poca importancia propuestas por los 
Padres» 4 7 . A pesar de que los cambios literales son numerosos, y alguno 
de ellos con matices interesantes, en el fondo continúan apareciendo las 
dos normas únicas de limitación ya conocidas: la moral y la jurídica. 
El nuevo debate público se inició el 15 de Septiembre de 1965 con la 
lectura de la Relación por Mons. de Smedt. Terminó el 21 del mismo mes 
con otra intervención del Obispo de Brujas. En la Relación conclusiva se 
resumieron los principales argumentos presentados durante las dis-
cusiones. 
1. Algunos Padres, el Card. Urbani y Mons. Cantero habían pedido 
que para describir la libertad religiosa se hiciera uso de la expresión 
«libertad civil y moral en materia religiosa» para que quedara netamente 
distinguida de la libertad moral y evitar así las expresiones que pudieran 
favorecer el indiferentismo, el falso irenismo, o el laicismo en los poderes 
públicos. 
2. Otros pedían que se eliminara la parte dedicada a la conciencia y las 
citas escriturísticas. 
3. En lo que hace referencia a los límites, se pide una exposición de 
las nociones de orden público, paz pública y bien común. 
4. Se pidió también que quedara más claramente afirmada la obli-
gación, por parte de la persona humana, de buscar la verdad, y de reco-
nocer los derechos de Dios, de la necesidad de rendirle culto, o de 
respetar la autoridad de la Iglesia. 
El resultado de la votación, hecho público al final de la Congregación 
46 . Cfr. I Reí. RE, p. 51, VII. 
47 . Cfr. I Reí. RE, p. 39, n. 5. 
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General, fue así: de 2222 votantes, 1997 estuvieron a favor del texto; 
224, no, y un voto nulo. 
Parece oportuno analizar con mayor detenimiento las objeciones 
propuestas en la cuestión de los límites. 
En los puntos 51-53 se recogen las numerosas observaciones hechas 
a este respecto. Entre las observaciones generales hechas por los partida-
rios del Esquema, merecen destacarse las siguientes: «Hay que alabar que 
en el texto reenmendado el concepto de bien común se sustituya por el de 
orden público. Pero póngase con mayor claridad que el orden público 
debe ser un orden público justo, moral (moralidad pública) y tranquilo 
(paz pública)»; «indíquese con mayor claridad que los límites de la liber-
tad religiosa no pueden mantenerse contra el derecho de la naturaleza, de 
otro modo la Declaración se convertiría en un instrumento de tiranía» 
«subráyese que la autoridad civil debe dotar de normas jurídicas a las 
exigencias del orden moral y del bien común» 4 8 . 
En definitiva, los números 6 y 7 del Esquema perfilan en dos senti-
dos el problema de la tutela y límites de la libertad. Por un lado, no sólo 
pide una actitud negativa de no opresión, sino una actitud positiva de 
promoción y tutela; por otro, hay ciertos límites en su ejercicio. 
4. La quinta redacción conciliar. El texto revisado «R 1965» 
Durante la discusión en el Aula hubo 65 intervenciones orales. Por 
escrito el Secretariado recibió hasta el 27 de Septiembre 68 observaciones 
escritas. 
Poco después se formó en el seno del Secretariado una Subcomisión 
especial, formada por diez Padres 4 9 que analizaron las propuestas reci-
bidas, hasta preparar un texto revisado, que el viernes día 22 se repartió a 
los Padres. 
El lunes 25 Mons. de Smedt leyó su sexta relación oral, introductoria 
al texto revisado, y el Secretariado General anunció para el día siguiente el 
comienzo de las votaciones. 
4 8 . Cfr. RR, p. 2 9 , 7 . 
4 9 . HERMANIUK, CANTERO, CHARRIÉRE, ANCEL, DE SMEDT, PRIMEAN. L'ORSCHEIDER, 
COLOMBO, WlLLEBRANDS, DEGRU.SE, ayudada por o c h o peritos: MURRAY, PAVAN, HAMER, 
CONGAR, BENOIT, FEINER, MEDINA, BECKER. 
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El texto queda esquematizado de la siguiente manera: 
- punto I O . Título e Introducción; 
- punto 2 o . Naturaleza de la libertad religiosa; 
- punto 3 O . La libertad religiosa a la luz de la Revelación. 
Lógicamente lo que nos interesa es conocer las modificaciones intro-
ducidas en el apartado dedicado a la tutela de la libertad, de su promoción 
y de sus límites. En primer lugar se amplía el sujeto responsable de esta 
tutela. Si antes se hablaba del poder civil, ahora se incluyen también a 
otras personas y entidades «el cuidado de este derecho a la libertad religio-
sa, corresponde ya a los ciudadanos, ya a los grupos sociales, ya a la 
Iglesia y a otras comunidades religiosas, del modo que a cada uno le es 
propio» 5 0 . 
Por lo que se refiere a la promoción se ordena de otro modo el texto 
anterior, tendiendo a que se diga más claramente que «es una exigencia 
del bien común el que la religión se promueva por parte del poder civil, de 
un modo positivo, aunque propio de éste, a saber, proporcionando condi-
ciones propicias para que los ciudadanos puedan realmente ejercer sus 
derechos religiosos y cumplir sus deberes» 5 1 . 
En la segunda parte del número se hacen dos inclusiones, que, aun-
que breves, son importantes. La primera es la adición de las palabras «ni 
abierta ni ocultamente», para que quede explícitamente manifestado que 
«no es suficiente que la igualdad jurídica de los ciudadanos no se lesione 
en las leyes por razones religiosas, sino que se requiere que también de 
hecho esto no suceda». La segunda inclusión, tiene como objeto que 
nadie se «incline a creer que existe una religión universal para todos los 
hombres de la que todas las religiones positivas o históricas no son otra 
cosa que peculiares determinaciones de igual valor» 5 2 . 
En este sentido se cambia la frase «para destruir la misma religión» 
por la de «para destruir cualquier religión». 
Pero el cambio más interesante es el introducido en el número 
dedicado a los «límites de la libertad religiosa», puesto que ya no se hace 
distinción entre la norma moral y la norma jurídica. La razón es manifestar 
«que no existe oposición entte ambas. Cada una debe conservar en la vida 
5 0 . Reí. R. p. 76, n. 6. 
5 1. Cfr. Reí. R. p. 77, n. 6, 4. 
52 . Cfr. Reí. R. p. 77, n. 8. 
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social toda ley moral, porque nadie tiene derecho a ejercitar el mal; pero 
no puede ser coaccionado jurídicamente por la potestad civil en materia 
religiosa, a no ser que lesione gravemente el orden público» 5 3 . 
El resto de los cambios tienden a perfilar el concepto de paz pública, 
que debe ser honesta, y que consiste en «la conciencia ordenada en la 
verdadera just icia» 5 4 y de orden público que «debe entenderse como el 
fundado en el orden moral objetivo» 5 5; de otra parte, los límites legales 
«hay que ponerlos no favoreciendo inicuamente a una parte» 5 6 . 
Los resultados de la votación que reflejamos en nota a pie de página, 
manifiestan sin ambages la aprobación del texto por parte de la Asamblea 
Ecuménica. Los modos, que serán objeto del análisis siguiente, no 
pueden pretender cambiarlo ya en nada importante, son precisiones o 
detalles que en nada varían la estructura interna. 
TABLA GENERAL DE VOTACIONES SOBRE LA LIBERTAD RELIGIOSA 
VOTOS 
EMITIDOS POSITIVOS NEGATIVOS IUXTAMODUM NULOS 
A) Votación indicativa (21 septiembre 1965) 
2222 1997 2 2 4 — 1 
B) Votación en detalle y proposición de enmiendas (26-27 octubre 1965) 
26 octubre 
1. n.l 2232 2031 193 — 8 
2. nn. 2-3 2234 2000 228 — 6 
3. nn. 4-5 2236 2026 206 — 4 
4 . nn. 6-8 2223 2034 186 — 3 
5. nn. 1-5 (en conjunto) 2161 1539 65 534 14 
6. nn. 6-8 (en conjunto) 2161 1715 68 373 5 
27 de octubre 
7. nn. 9-10 2238 2087 146 — 5 
8. nn. 11-12 2238 1979 254 — 5 
5 3 . Cfr. Reí. R. p. 28, 5. 
5 4 . Cfr. Reí. R. p. 78, n. 7, 5. 
5 5 . Cfr. Reí. R. p. 78, 4. 
5 6 . Cfr. Reí. R. p. 78, 3. 
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9. nn. 13-15 2239 2107 127 . . . 5 
10. nn. 9-12 (en conjunto) 2236 1751 60 417 8 
11. nn. 13-15 (en conjunto) 2 2 0 2 1843 47 307 5 
C) Aceptación de las enmiendas introducidas (19 noviembre 1965) 
1. nn. 1-5 2 2 4 2 1989 246 7 
2. nn. 6-8 2200 1957 237 6 
3. nn. 9-12 2 2 1 0 1989 217 4 
4. nn. 13-15 2228 2033 190 5 
D) Votación sobre el conjunto (19 noviembre 1965) 
2216 1954 249 13 
E) Votación en Sesión Pública (7 diciembre 1965) 
2384 2308 7 0 6 
En resumen podemos afirmar con García Gómez que había dos pun-
tos en los que reinaba unanimidad moral; a) la necesidad de esta Decla-
ración; b) la exigencia, por parte del bien común de que en la sociedad 
actual se reconozca en todas partes, y se establezca jurídicamente la 
libertad religiosa. 
Por otra parte las discrepancias entre la mayoría y la minoría, hacían 
referencia a que «la libertad religiosa es un derecho de la persona, y como 
tal debe reconocerse en la legislación civil; y a la oposición al argumento 
escri turístico» 5 7. 
Como ambas cuestiones no afectan de un modo directo al problema 
de los límites podemos hacer caso omiso de ellos. 
Incorporación de los modos. El texto «denuo recognitus» o de nuevo 
revisado de 1965 
Bajo la dirección de Mons. de Smedt, se procedió al estudio y siste-
matización, respuesta e incorporación de los modos aceptables. Esta tarea 
se realizó aprovechando una semana de interrupción en las tareas conci-
liares ordinarias, desde el sábado 30 de octubre al lunes 8 de noviembre. 
57 . Cfr. GARCÍA GÓMEZ, M . , Análisis histórico..., pp. 204-206. 
EL ORDEN PÚBLICO COMO LÍMITE DEL DERECHO A LA LIBERTAD RELIGIOSA 349 
El pleno de la comisión especial lo aprobó al día siguiente. También se 
recibieron unas enmiendas de la Secretaría General del Concilio. En total 
59, aunque de hecho sólo 22 afectaban al texto. 
Se afirmaba en el apartado anterior que en los modos se pedían algu-
nas puntualizaciones importantes. En concreto, alguno de ellos hacía refe-
rencia a la debatida cuestión de los límites y la norma para establecerlos, 
para cuya fijación el texto exterior empleaba la noción de orden público. 
Son varias las cuestiones que se ven afectadas por este tema. De una 
parte el análisis de la relación entre el bien común y el orden público, y la 
distinción entre una norma de promoción y una norma limitativa. 
La relación resume el punto de vista de la Comisión, partiendo de la 
base de que en la dificilísima cuestión de los límites se ha evitado con todo 
cuidado cualquier palabra peligrosa. Además, invitaba a la consideración 
de los siguientes puntos: 
a) Ciertamente el bien común se toma en toda su amplitud como nor-
ma, cuando se trata de la tutela o promoción del derecho a la libertad 
religiosa. Pero cuando se trata de la limitación se toma en su parte 
fundamental. 
b) Esta parte del bien común se llama hoy orden público en el actual 
derecho civil y en muchas constituciones públicas. Para que nuestro 
documento pueda ser entendido por el mundo moderno debe usarse un 
término técnico, tal como se emplea hoy en la sociedad. ¿Para qué serviría 
llamar «bien común» a la materia de que se trata, si este término no se 
emplea en este sentido en el derecho civil actual? Se originaría una 
máxima confusión. 
c) Nuestro Sínodo puede ayudar mucho a clarificar esta delicada 
cuestión, si indica con precisión cuál debe ser el contenido de esta noción 
de «orden público», para que pueda usarse legítimamente como norma 
limitativa de la libertad religiosa. Esto lo hace nuestro documento (pág. 9, 
líneas 25 a 31), diciendo que el orden público se viola de tres maneras: 
por lesión de los derechos de otros y de su pacífica concordancia, por 
lesión de la paz pública y por lesión de la pública moralidad» 5 8. 
B) Respecto a las propuestas concretas, las observaciones han segui-
do dos cauces: unos propugnan la eliminación de la expresión «orden 
5 8 . DR, p. 23. 4. 
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público» sustituyéndola por la de «bien común»; cabe pensar que algunos 
de los que proponían este cambio, pertenecían a la minoría adversa y que 
buscaban con ello utilizar la noción de bien común como regla limitativa 
de la libertad de las religiones no verdaderas 5 9. Otros temían tan sólo que 
se abusase de la expresión «orden público» y únicamente por ello prefe-
rían la de «bien común», que parece conectarse más íntimamente con el 
orden objetivo de la justicia. Otros, por fin, teniendo los mismos deseos, 
sólo pedían una mayor precisión del concepto o la sustitución de la 
expresión «orden público» por una frase explicativa equivalente, que no 
se prestase a equívocos 6 0 . 
I o . No es preciso contestar ya a los que tal vez deseaban se emplease 
la expresión «bien común», para desvirtuar la fuerza del esquema. 
Respecto a los restantes valgan estas consideraciones: «Acerca del bien 
común en toda su amplitud se habla en el texto transformado del n. 6 
donde se trata de la promoción del bien de la sociedad. Allí, con palabras 
expresas, se entiende el bien común según la descripción hecha por el 
papa Juan XXIII en las encíclicas Mater et Magistra y Pucem in terris (cf. 
n. 6, línea 1 ss.). 
Siempre que aparece la expresión 'bien común' hay que entenderla en 
el sentido usado por el Santo Padre, Juan XXIII. 
En cuanto a la expresión 'orden público' hay que notar lo siguiente: 
a) «Orden público» es una noción bastante divulgada en las Consti-
tuciones de las naciones y en los documentos internacionales. Es una 
expresión verdaderamente técnica en el derecho público actual. 
b) Por esta razón, no hay que descuidarla de ningún modo, sino que 
por el contrario hay que describirla con cuidadosa precisión y principal-
mente en relación con la noción de bien común, según aparece ahora cla-
ramente en esta declaración (de acuerdo con el Santo Padre Juan XXIII). 
c) Es más que cierto que los gobiernos pueden abusar de la noción de 
orden público sacarla de su verdadero sentido. Ello no es nuevo. Lo 
mismo hizo hace treinta años cierto gobierno totalitario acerca de la noción 
de bien común. De ello resulta que cualquier término está expuesto al 
peligro de tergiversación y que, por lo tanto, urge la necesidad de una 
59 . Cfr. Reí. DR, p. 20, c. 
60 . Cfr. Reí. DR, p. 61, Ad 7, modo 15; p. 44, ud. 3, modo 44. 
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definición o descripción precisa de los términos. No otra cosa hemos 
hecho en el texto de la Declaración» 6 1. 
2 o . De acuerdo con lo dicho, en la revisión del texto de la comisión se 
han aplicado los criterios siguientes: 
«a) En la resolución de esta cuestión conservó la sustancia del texto 
ya aprobado. 
»b) En la misma exposición del principio de limitación conservó el 
contenido del orden público, pero no empleó las palabras 'orden público'. 
De este modo en el texto no se encuenüa ninguna sentencia de la que los 
poderes públicos puedan abusar 'literalmente'. 
»c) Hecha esta exposición, añadimos: 'todas estas cosas constituyen 
la parte fundamental del bien común y se expresan bajo el concepto de 
orden público' (pág. 9, líneas 30-31)» 6 2 . 
C) Con ello no quedan resueltos todos los problemas que planteaba la 
cuestión de fondo. Además del problema que gira en torno a la noción «de 
orden público», y que tiene su centro en el n. 7 de la Declaración, queda 
el otro problema más general; este problema versa sobre el puesto de la 
noción de «bien común» en la doctrina acerca de la libertad religiosa y la 
determinación de las relaciones del poder civil con este bien común. El 
tema se ha abordado en dos partes de la Declaración principalmente 6 3. 
I o . La principal la constituye una frase añadida al comienzo del n. 6, 
frase que incoipora al texto la noción de bien común de Juan XXIII en la 
Pacem in terris64. 
2°. Esta misma noción se incorpora también al final del n. 3. El 
anterior afirmaba en este punto que hay que decir que el «poder civil 
excede sus límites, si impide o dirige aquellas cosas que por su naturaleza 
trascienden el orden temporal»; a esa frase se propusieron muchas en-
miendas; 250 Padres propusieron esta fórmula un tanto ambigua: «Impide 
o dirige indebidamente». Otros Padres insinuaron una fórmula que, sin 
6 1 . Reí. DR. pp. 61-62, Ad 7, modo 15, R. 
62 . Reí. DR, p. 23, 4. 
63 . Re. DR, p. 23, 40. Algunos Padres propusieron que se aludiese también a ello en el 
mismo n. 2, de tal modo que se diese desde el comienzo una definición positiva de libertad; 
esta debería concebirse, no sólo como carencia de coacción, sino como una situación en la 
que los hombres «gozan de condiciones propicias para vivir una religión siempre y en todas 
partes». La comisión no se opuso a esta concepción, pero no juzgó oportuno efectuar ningún 
cambio en este lugar tan central del documento (Reí. DR, p. 26, Ad 2, modo 7). 
6 4 . Reí. DR, pp. 52-53, Ad 6, modo 1. 
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excluir una intervención positiva del poder público, no se prestase a falsas 
interpretaciones. Ello se consigue haciendo jugar en ella un gran papel al 
concepto de Juan XXIII sobre el bien común referido al poder civil, éste 
último «cuyo fin propio es tutelar el bien común temporal, debe reconocer 
y favorecer la vida religiosa de los ciudadanos (...)». «La propuesta se 
admitió casi a la letra porque indica bien la responsabilidad positiva del 
poder civil en lo que toca a la cuestión religiosa» 6 5. 
Para evitar las falsas interpretaciones, la relación dedica un epígrafe a 
estos modos. Entre ellos se cuentan los que hacen referencia explícita al 
orden público y que ya han sido objeto de comentario nuestro. Por eso 
nos limitaremos a comentar los tres siguientes empleando para ello las 
mismas palabras que usa la relación: 
1. El primer grupo de observaciones, expresa el temor de algunos 
Padres de haberse excedido en las concesiones a la minoría. Temen en 
efecto que «con la perícopa acerca de los deberes hacia la verdadera 
religión (...), el esquema se vuelva menos inteligible o aceptable para los 
cristianos no católicos y para los no cristianos» 6 6. 
La respuesta de la comisión fue negativa: «En una cuestión de tanta 
importancia para el deber pastoral de la Iglesia, el Sínodo Vaticano debe 
mostrar clara y sinceramente cómo siguen en pie para los fieles los deb-
eres morales para con la verdadera religión, cuando se reconoce la libertad 
religiosa. Por esta causa hay que conservar íntegramente la antedicha 
perícopa; pero ésta se hace más conforme al fin pretendido admitiendo 
algunos modos propuestos» 6 7 . 
2. Otro grupo de modos se refiere a un peligro, sobre el que ya 
estamos habituados a encontrar alusiones. «Algunos Padres temen que 
ciertas expresiones se entiendan, como si se reconociese el derecho a 
esparcir lo falso o al menos el indiferentismo religioso». 
Aquí la respuesta de la comisión fue una vez más positiva: «Aunque 
ya se proveyó suficientemente a este asunto en el texto revisado, la 
Comisión propone que se admitan algunos modos» 6 8 . 
3. También el tercer grupo de modos se refiere a un punto ya muchas 
65 . Reí. DR, p. 45, Ad 3, modo 41. 
66 . Cfr. DR, p. 22, II, 10, p. 30, ad 1, modo 11. 
67 . Cfr. DR, p. 22, II, 10. 
68 . Cfr. DR, p. 22, II, 20. 
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veces tratado. «Bastantes Padres proponen modos para que no parezca 
que el texto afirma que los poderes públicos pueden condescender con el 
laicismo, como si no debiesen tener cuidado del bien público, una de 
cuyas partes es el ejercicio de la religión por parte de los ciudadanos» 6 9. 
También en esta ocasión, se propuso por los ponentes que se incluye­
ra algunas variaciones en los números З у б . Precisamente estos cambios 
coinciden con las alusiones a la noción de bien común tomada de Juan 
XXIII. 
III. LA EVOLUCIÓN COMPARADA 
El tema de los límites de la libertad religiosa cívico­social fue de los 
más embarazosos en la elaboración del texto. Aunque como ya se ha visto 
desde el primer esquema hasta el último se proclamaba el derecho a la li­
bertad religiosa, dentro de ciertos límites establecidos según las exigencias 
objetivas del bien común y orden público, las palabras se fueron matizan­
do, cercenando cuidadosamente conforme a la evolución general del es­
quema. No en vano hemos recogido en otro lugar la tajante afirmación de 
Mons. de Smedt, de que el problema de la libertad religiosa era el de sus 
límites. 
La necesidad de regular estos límites al ejercicio del derecho, fue tema 
de constante estudio en todos los esquemas que se presentaron a la con­
sideración de los Padres Conciliares. Lógicamente está en íntima relación 
con la noción misma de libertad, y con su esencia. Por eso atravesó la 
misma evolución que este concepto, y estuvo sometido a las mismas 
tensiones que él. 
Recordemos que en la redacción del Capítulo V de «Ecumenismo» 
aparece el bien común como límite genérico, incluyendo ert él el respeto a 
los demás, y más en concreto el respeto a los derechos de Dios y del 
hombre. También el bien común aparece en algunos otros textos del 
Concilio Vaticano II, que podrían considerarse paralelos a la Declaración 
sobre la libertad religiosa, como por ejemplo en la Gaudium et spes «el 
ejercicio de la autoridad política, sea en el interior de la comunidad o de 
las instituciones que representan al Estado, debe exteriorizarse efectiva­
69. Cr'r. D R . p. 22, II, 30. 
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mente dentro de los límites del orden moral, según las exigencias de bien 
común, entendido en forma dinámica y según un orden jurídico legítima-
mente establecido o por establecer» 7 0. 
Ya anteriormente la misma Constitución conciliar había precisado 
«que el orden social y sus progresos para la promoción del bien común 
deben siempre derivar hacia el bien de las personas, ya que la ordenación 
de las cosas está sometida al orden de las personas y no al revés» 7 1 . 
Con respecto a la formación del bien común, político y social, señala 
en otro lugar «En nuestra época, la complejidad de las circunstancias 
obliga a los poderes públicos a intervenir frecuentemente en materia so-
cial, económica y cultural, para determinar condiciones más favorables 
que faciliten con mayor eficacia a los ciudadanos y a las agrupaciones una 
búsqueda libre del bien completo del hombre. Pero, según la diversidad 
de regiones y la evolución de los pueblos, las relaciones entre la sociali-
zación, la autonomía y el desarrollo de la persona se pueden entender de 
maneras diferentes. De todos modos, cuando el ejercicio de los derechos 
temporalmente se limita por razón del bien común, una vez cambiadas las 
circunstancias, restituyase la libertad cuanto antes» 7 2 . 
La Dedaratio prior señalaba como normas moderadoras de este dere-
cho el contradecir el fin de la sociedad, las ofensas que lesionaran la 
dignidad de la persona humana, la violación de los derechos de los de-
más, y el proselitismo, ejercido de un modo coactivo o inmoral. 
En el textus enmendatus se da un importante paso adelante al esta-
blecer la distinción entre un límite moral y un límite jurídico, concretado 
este último en el orden público. Entendiendo además por orden público 
aquella parte del bien común que protege la paz pública, la moral pública y 
el derecho de los demás. El límite moral, como más adelante se aclaraba, 
hacía referencia al respeto al derecho de los demás. 
En la Relación correspondiente Mons. de Smedt hacía notar el cambio 
de la fórmula «bonum commune» por la de «ordo publicus». En esta 
ocasión el Relator analizó ampliamente el concepto de orden público, para 
evitar las susceptibilidades surgidas entre algunos Padres de más allá del 
telón de acero, que manifestaron su temor a que el poder público, religio-
70 . C . Vaticano n, Gaudium el .\pe.s, 7.XII.75 AAS 58 (1966), p. 371. 
7 1 . Ibidem, p. 309. 
7 2 . Ibidem. p. 365. 
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sámente mal dispuesto, abusase de la fórmula «límite del bien común» 
para oponerse al ejercicio legítimo de la libertad religiosa. 
El textus reemendatus mantiene los mismos conceptos y expresiones 
que el texto anterior, pero en la Relación correspondiente de la Comisión 
Redactora se expone más ampliamente el concepto de orden público en lo 
que se refiere a la existencia misma de la sociedad (paz, moral pública y 
respeto a los derechos de los demás) mientras que el Bien común incluye 
además en todo eso, lo que es útil a la sociedad. Sólo debe darse la coer-
ción legal cuando peligra gravemente el orden público y con ello se afecta 
a la esencia de la sociedad misma; y no cuando peligra en menos grado el 
bien común, uno de cuyos elementos es precisamente la perfecta libertad 
de los ciudadanos. Según esto el bien común exige procurar la perfección 
de la sociedad cuanto sea posible; el orden público en cambio exige la 
coerción en la menor medida posible para que quede a salvo. 
El textus recognitus que con breves retoques se convirtió en el textus 
promulgatus no hace mención expresa de dos límites, el moral y el jurí-
dico, para evitar, como indicó el Relator, la idea de oposición entre am-
bos; pero en opinión de Rodríguez queda bien patente la distinta exigencia 
del orden público (eficaz tutela y composición de los derechos de todos 
los ciudadanos, suficiente garantía de la justa paz pública y debido cuida-
do de la moralidad pública) que es el título válido para la justa coerción de 
la libertad religiosa en su manifestación social; y la exigencia del bien co-
mún, mucho más extensa, por comprender la del orden público, y las del 
bien íntegro de la sociedad. En otros términos: el bien común a promover 
tiene horizontes más amplios que el orden público a tutelar por el poder 
coercitivo, como expuso la Comisión redactora en la sesión correspon-
diente al textus recognitus y más ampliamente Mons. de Smedt en su 
última relación 7 3. 
Conviene dejar clara la conexión que guardan los números 6 y 7 del 
textus promulgatus, referentes a la protección de la libertad religiosa y a 
sus límites, de forma que como indica Peramau 7 4 aunque no formen una 
sección con personalidad propia, estos números tienen un común deno-
7 3 . RODRÍGUEZ, V., Los dos puntos en discusión sobre libertad religiosa, en «Punta 
Europa» 9 (1964), pp. 1-19. 
7 4 . J. PERARNAU, Declaración sobre la libertad religiosa, Castellón-Segorbe 1966, p. 
5 9 . 
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minador, y es el tema de la posición del Estado ante el ejercicio externo de 
la Religión». 
Como señala Pérez Llantada 7 5 hay una doctrina básica que puede 
considerarse como norte de estos números 6 y 7, que se puede concretar 
en tres puntos «La noción de sociedad libre, con su corolario de la recta 
función del poder público, actualizada por la Pacem in terris; la regla 
jurídica del máximo de libertad posible, que había sancionado Pío XII en 
su Alocución Ci riesce; y la propia concepción de libertad religiosa». 
En definitiva, aparte del límite intrínseco a observar por la propia con-
ciencia, pues todo lo que es contrario al bien común está limitado intrínse-
camente por él; el límite social, jurídicamente exigible, del ejercicio de la 
libertad religiosa, es aquel ámbito del bien común que se suele llamar or-
den público, que por su propia naturaleza conlleva el respeto a los dere-
chos de todos los hombres, la justa paz pública y la moralidad pública. 
IV. EL TEXTO PROMULGADO 
Es significativo que en el «Textus promulgatus» al hablar de los 
límites se emplee la expresión Normas moderadoras76, ya que quizá no 
sea del todo correcto utilizar el término límite a la hora de expresar algo 
que atañe a las relaciones entre el hombre y Dios, aunque en este caso ha-
ga una mayor referencia a su aspecto externo. De hecho en otros lugares 
de la Declaración se hace también constar que nadie puede prohibir ni 
obligar a ninguna acción religiosa 7 7 . Es decir, «que no es la libertad 
religiosa en sentido estricto de libertad en la relación personal e íntima con 
Dios la que admite algún tipo de limitación legal, sino el uso de otros 
derechos humanos diferentes, con motivación o contenido religioso 7 8. 
La limitación de este derecho no hace referencia por tanto más que a 
su ejercicio social, porque «el derecho civil a la libertad religiosa se ejerce 
75 . .1. PÉREZ-LLANTADA y GUTIÉRREZ, La libertad religiosa en España y en el Vaticano 
II, Madrid 1970, p. 150. 
76 . Dignitatis humanae, n. 1. 
77 . Dignitatis humanae, n. 3, Ü, h, c. 
78. CARRILLO DE ALBORNOZ, A . , La libertad religiosa y el concilio Vaticano II, Madrid 
1968, p. 108. 
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dentro de la sociedad humana, su uso está sometido a ciertas normas que 
lo regulan» 7 9 . 
Después de este preámbulo, la Declaración distingue entre los límites 
impuestos por la ley moral y los límites impuestos por el ordenamiento 
jurídico de la sociedad. Puede leerse en el texto aprobado: «En uso de 
toda libertad, se debe respetar el principio de responsabilidad personal y 
social; en el ejercicio de sus derechos, cada hombre, lo mismo que los 
grupos sociales, están obligados por la ley moral a tener en cuenta los 
derechos de los demás, sus obligaciones para con ellos y el bien común 
de todos» 8 0 . Es la formulación del principio moral de la responsabilidad 
personal y social. Como cualquier planteamiento moral, estos límites 
obligarán en conciencia, aunque no fueran exigidos jurídicamente, por no 
haber recibido de ninguna ley humana una fuerza de contenido social. Por 
eso también afirma el Concilio «que hay que tratar a todo el mundo con 
justicia y humanidad» 8 1. 
La responsabilidad es algo inherente a la persona humana, y tiene su 
base en la personal libertad. Si el cristianismo es la religión de las 
libertades, como alguno acertadamente ha definido, la responsabilidad es 
inherente al propio concepto cristiano de libertad, porque el hombre crea 
su destino. Instalada en el ser, pero abocada a la nada, realiza la existencia 
humana la aventura de su libertad. Desde ese lugar ontológico puede 
nuestro ser abrirse a la trascendencia, o regresar a la nada. 
Lo difícil es concretar cuándo moralmente existe una situación limita-
tiva a mi derecho personal, irrenunciable, de conformar mi existencia con 
una confesión religiosa. Y cómo mi conducta no afecta a los derechos de 
los otros; a mis deberes con respecto a los demás; y por último al bien 
común. 
La importancia de esta limitación es grande, sobre todo cuando se 
relaciona con el tema proselitismo, que es uno de los puntos más 
complejos a los que afecta directamente. 
En el punto c, del mismo número 7, se recoge el principio legal de la 
moderación del uso de la libertad religiosa. Con anterioridad se había ex-
puesto lo que afecta a los individuos y grupos sociales. En este apartado 
79 . Cfr. Dignitaíis humanae, n. 7, a. 
80 . Cfr. Dignitatis humanae, n. 7 b. 
8 1 . Ibidem. 
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se hace referencia a lo que atañe a los poderes públicos. Se establece una 
especie de orden progresivo, subrayado por la palabra praeterea, además, 
muy significativo con el que comienza el párrafo tercero. «Además, como 
la sociedad civil tiene derecho a protegerse contra los abusos que puedan 
darse bajo pretexto de la libertad religiosa, corresponde, ante todo, a la 
autoridad civil asegurar esta protección; lo que debe realizarse no de una 
manera arbitraria ni favoreciendo injustamente una parte, sino de acuerdo 
con aquellas normas jurídicas conformes con el orden moral objetivo, que 
son necesarias para la protección eficaz de los derechos en favor de todos 
los ciudadanos, así como para la pacífica armonización de todos los 
derechos; para la protección suficiente de esta honesta paz pública, que es 
la convivencia ordenada en la auténtica justicia, y para la debida obser-
vancia de la moralidad pública. Todo esto constituye la parte fundamental 
del bien común y está incluido bajo el concepto de orden público. Por lo 
demás, hay que salvar la norma de la libertad plena dentro de la sociedad, 
de acuerdo con la cual debe reconocerse al hombre el máximo de libertad, 
que sólo debe restringirse cuando y en cuanto sea necesarios» 8 2. 
La importancia de establecer el principio de moderación legal, al 
ejercicio del derecho a la libertad religiosa, queda plasmada en este texto, 
en el que se advierte una fundamentación y un contenido distinto al 
principio de la moderación legal. El principio moral no se basa en 
imperativos jurídicos, propiamente hablando, pues la ley de Dios no 
puede ni debe considerarse como una norma jurídica. De igual manera, el 
principio legal no se basa en realidades morales, que exceden a la 
competencia del Estado, sino en la necesidad y, por tanto, en el derecho 
que tiene la sociedad civil de protegerse contra los abusos que puedan 
darse, y que de hecho se dan, bajo el pretexto de libertad religiosa. 
CONCLUSIONES 
Como síntesis final de lo que podría considerarse la doctrina 
Conciliar sobre los límites de la libertad religiosa, podría afirmarse que no 
es el derecho natural y público de libertad en materia religiosa el que se 
declara limitado; un derecho natural interiorizado, carente de proyección 
82 . Cfr. PÉREZ-LLANTADA, La libertad religiosa..., p. 154. 
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social, no ejercitado públicamente, no puede dar lugar a violación alguna 
de los derechos de las demás personas, ni de las sociedades por estas 
formadas. Lo que se limita es su ejercicio ante la sociedad humana, que 
concierne a los ciudadanos, a las autoridades civiles, a la Iglesia y a las 
demás comunidades religiosas, según la índole peculiar de cada cual, a 
tenor de sus respectivas obligaciones para el bien común 8 3 . A la autoridad 
pública corresponde principalmente prestar esa protección, teniendo en 
cuenta que la sociedad civil tiene derecho a defenderse contra los abusos 
que puedan darse, recurriendo para ello al poder legislativo, judicial o 
administrativo, dictando las normas que parezcan más convenientes. 
En segundo lugar establece el C. Vaticano II una norma directriz del 
ejercicio de todas las libertades, y es el principio moral de responsabilidad 
personal y social, pues nadie puede «reclamar derechos ilimitados en las 
manifestaciones exteriores de su vida religiosa» 8 4, ya que ningún hombre 
o sociedad puede a su antojo ejercer ningún derecho ni ninguna libertad 
sobre todo si de algún modo afecta a los demás. La persona humana por 
ser libre y dueña de sus actos, ha de obrar responsablemente. Es por lo 
tanto una autolimitación que ha de observarse en el uso de todas las 
libertades. 
Atañe tanto al hombre obrando aisladamente, como al hombre en 
cuanto miembro o representante de una sociedad. Su punto de mira es la 
justicia y el humanismo, porque la justicia prohibe a los hombres lesionar 
los derechos de los demás y manda cumplir los propios deberes para con 
los otros. 
Pero no basta la justicia. Hay que ir más lejos, y llegar a la virtud 
cristiana de la caridad. 
Por ello en otro documento conciliar se afirma: Dios, que cuida de 
todos con paterna solicitud, ha querido que los hombres constituyan una 
sola familia y se traten entre sí con espíritu de hermanos» 8 5 . En cualquier 
caso esta norma moral está en íntima conexión con la realidad del hombre, 
centro de creación «creyentes y no creyentes están generalmente de 
acuerdo en este punto: todos los bienes de la tierra deben ordenarse en 
83 . Cfr. Dignitatis humanas, n. 7 c. 
84 . In exterioribus manifestationibus suac vilae religiosae persona humana sibi 
vindicare non potest iura illimitata. Reí, E , II, n. 3, p. 28. 
85 . C. Vaticano II, Constitución sobre la Iglesia en el mundo, n. 24. 
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función del hombre» 8 6 . Esto no supone, no obstante, que toda lesión de 
la ley moral deba ser jurídicamente sancionada por el Poder Civil. 
Por lo que se refiere al límite del ejercicio del derecho a la libertad 
religiosa, el Concilio establece -sería un tercer punto de este esquema 
sintético- que el hombre puede obrar pública y privadamente de acuerdo 
con su conciencia, sin ser impedido a ello, pero «dentro de ciertos 
límites», y el límite que establece hemos visto que es el justo orden 
público, por lo que se refiere al Estado, y los derechos y deberes propios 
y ajenos cuando hace relación a otros hombres, otras comunidades o 
cualquier potestad humana. 
Estas normas deben tener dos características: a) de una parte no pue-
den ni deben favorecer injustamente a una parte, no pueden ser arbitrarias, 
por tanto, ya que tienen que conformarse al orden moral objetivo. Más 
aún: «serán requeridas por la tutela eficaz, en favor de todos los ciuda-
danos, de estos derechos y por la pacífica composición de tales derechos; 
por la adecuada promoción de esta paz pública, que es la ordenada 
convivencia en la verdadera justicia; y por la debida custodia de la 
moralidad pública. Todo esto constituye una parte fundamental del bien 
común y está comprendida en la noción de orden público 8 7 . 
De otra parte b) la norma general de cara a la intervención del poder 
civil, que la Declaración le atribuye, se concreta mediante tres principios 
que a su vez señalarán el límite de su derecho a limitarla: 
- el primero es el de la mayor libertad posible, y la mínima res-
tricción necesaria; principio basado en la dignidad de la persona humana y 
en la naturaleza de la sociedad y de los hombres; 
- el segundo, el de la no discriminación; puesto que no puede el 
Estado con sus limitaciones favorecer injustamente a un solo sector de 
personas, destruyendo la igualdad jurídica ante la ley de todos los 
ciudadanos; 
- el tercer principio, el de la no arbitrariedad; que obliga al Estado a 
prestar su defensa de una manera normativizada, conforme a normas 
establecidas en el ordenamiento jurídico, adecuadas al orden moral 
objetivo. 
86 . C. Vaticano II, Gaudium ct spes, n. 12, a. 
87 . Cfr. Dignitatis húmame, n. 7 c. 
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En último y cuarto lugar se encuentran los criterios y normas de 
intervención del poder civil para reprimir los abusos bajo pretexto de 
libertad religiosa. 
Cabría por último señalar, que el término sociedad no coincide con 
los de Estado o Gobierno sino que significa aquel orden objetivo que 
existe y es necesario, a fin de que el hombre pueda conseguir su 
perfección con mayor plenitud y facilidad y observar fielmente los 
derechos que Dios ha concedido a los hombres en común. 
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